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			PALABRAS PREVIAS

			El presente libro incorpora una serie de trabajos, dieciséis en total, que analizan las relaciones entre las Naciones Unidas y la Unión Europea, dos organizaciones que comparten valores, principios y ámbitos de actuación diversos. Sus autores pertenecen, principal aunque no exclusivamente, al Grupo de Investigación «La reforma de las Naciones Unidas», creado en 2005 bajo mi coordinación en el seno de la Universidad de Lleida, y reconocido posteriormente en 2009 como Grupo consolidado y financiado por la Generalitat de Cataluña. 

			El Grupo de Investigación, integrado actualmente por diecinueve profesores de distintas Universidades españolas, italianas y francesas, ha llevado a cabo una serie de actividades durante estos años, en particular la publicación de varios trabajos de investigación, entre los que destaca el libro colectivo El proceso de reforma de las Naciones Unidas (Tecnos, 2009), así como la organización de diez Jornadas sobre diversos aspectos que plantea la siempre inacabada y pendiente reforma de la Organización.

			El presente libro recoge la octava y novena edición de las mencionadas Jornadas, que se dedicaron a las relaciones entre las Naciones Unidas y la Unión Europea, en lo relativo a la dimensión institucional y a la seguridad, y a las cuestiones de cooperación, en particular al desarrollo, asuntos humanitarios y derechos humanos. El tema de las relaciones entre las Naciones Unidas y la Unión Europea, fue incorporado en 2008 como una de las líneas de investigación tanto de la cátedra Jean Monnet: «Law and External Relations of the European Union», de la que soy titular, como del citado Grupo de investigación. Se trata de un tema sugerente, que no había sido tratado hasta entonces de forma integral por la doctrina española y que la reciente concesión por la Comisión Europea de un Centro de Excelencia a un equipo por mi coordinado permitirá continuar en años sucesivos.

			El libro es el resultado de un esfuerzo y trabajo colectivos, por lo que quiero expresar mi agradecimiento sincero a todos los ponentes, miembros o no del Grupo de investigación, por haber respondido generosamente a la convocatoria realizada en su día y por su colaboración en esta obra, así como a las instituciones que han respaldado en diversos grados e intensidades tanto la organización de las diversas ediciones de las Jornadas como la publicación del presente libro. 

			Tras una reflexión general sobre las relaciones entre las Naciones Unidas y la Unión Europea, que a modo de introducción abre el trabajo, el libro se divide en tres partes diferenciadas. 

			En la primera parte, dedicada a las relaciones institucionales y a la gobernanza, se analizan las cuestiones relativas tanto a la naturaleza de las relaciones entre las Naciones Unidas y la Unión Europea, como de forma particular a la participación de la Unión en la organización universal, así como unas reflexiones sobre las Naciones Unidas y la gobernanza mundial, llevadas a cabo respectivamente por los profesores de la Universidad de Navarra y de la Universidad de Jaén, Eugenia López-Jacoíste y Juan Manuel de Faramiñán.

			En la segunda parte, dedicada a la paz y la seguridad internacionales, los profesores de la Universidad de León, de La Rioja y el Co-director del Instituto de Estudios sobre Conflictos y Acción Humanitaria (IECAH), profesores Romualdo Bermejo, F. Jesús Carrera y Jesús A. Núñez, analizan las distintas dimensiones de las relaciones entre las Naciones Unidas y la UE en materia de paz y seguridad internacionales. Por su parte, el profesor Alberto Herrero, de la Universidad de Valladolid, aborda la contribución de la UE al mantenimiento de la paz y seguridad internacionales. Otros temas conexos, como la posición de la UE ante la aplicación de la Resolución 1973 (2011) al conflicto de Libia o el de la interacción Naciones Unidas-UE en materia de lucha contra el terrorismo global, son analizados respectivamente por los profesores de la Universidad del País Vasco, José Luis de Castro, y de la Universidad de Murcia, Cesáreo Gutiérrez.

			En la tercera parte se integran los trabajos dedicados a la cooperación, a la asistencia humanitaria y a los derechos humanos. Por lo que respecta a la cooperación, los trabajos de los profesores Javier Roldán, de la Universidad de Granada, e Ignacio Forcada, de la Universidad de Castilla-La Mancha, abordan respectivamente la cooperación al desarrollo en las Naciones Unidas y en la UE, tanto en las dimensiones objeto de sus ámbitos de actuación, universal y regional europea, como en la perspectiva de los objetivos de desarrollo del milenio y agenda post-2015. La cuestión más específica de la participación de la UE en las iniciativas medioambientales de las Naciones Unidas es analizada por el profesor José Roberto Pérez, de la Universidad de Valencia. Respecto a la ayuda humanitaria, las profesoras María José Cervell y Bénédicte Real, de la Universidad de Murcia y del Centro Universitario de la Defensa (Universidad de Zaragoza), abordan la interacción Naciones Unidas-UE en las grandes crisis humanitarias, tanto desde la perspectiva de la gestión de crisis, en particular en el caso libio, como desde la ayuda humanitaria stricto sensu. Finalmente, y en relación con la interacción Naciones Unidas-UE en materia de derechos humanos, los profesores Jaume Ferrer y Sergio Salinas, de las Universidades de Alicante y de Zaragoza, analizan respectivamente la acción exterior de la UE en el Consejo de Derechos Humanos y en la Asamblea General de las Naciones Unidas. 
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			I. CONSIDERACIONES PRELIMINARES. NACIONES UNIDAS Y UNIÓN EUROPEA: LA OPCIÓN DEL MULTILATERALISMO

			Las Naciones Unidas y la Unión Europea (UE) son dos organizaciones internacionales surgidas tras la tragedia que supuso la Segunda Guerra Mundial para el mundo en general y para Europa en particular. Tanto una como otra son consecuencia del clima favorable que se generó tras su finalización para encontrar mecanismos estables de seguridad que hicieran, si no imposible, al menos altamente improbable la repetición de tales hechos. Sin embargo, a pesar de la coincidencia parcial en las causas que generaron su aparición —cronológicamente primero en las Naciones Unidas y posteriormente en la UE— la trayectoria seguida por ambas ha sido diferente como diferentes han sido también los mecanismos e instrumentos utilizados por cada una de ellas para alcanzar los objetivos propuestos. Ello se debe no sólo a las circunstancias específicas que rodearon el nacimiento de ambas Organizaciones, sino también y principalmente por la diferente naturaleza que presenta cada una de ellas. En efecto, mientras las Naciones Unidas se constituyeron como una organización de vocación universal, de fines generales y de cooperación en una amplia serie de ámbitos, la UE se configuró desde el principio como una organización regional de integración, primero económica y después política aunque con ritmos e intensidades diferentes.

			La coincidencia en el punto de partida motivaría una convergencia progresiva en la trayectoria seguida por ambas organizaciones. Tanto el Tratado constitutivo de la Comunidad Económica Europea de 1957, como el intercambio de notas entre la Secretaría General de las Naciones Unidas y la Comisión del año siguiente, establecieron las bases de unas relaciones oficiosas que darían paso a la concesión del estatuto de observador a la entonces Comunidad Económica Europea, primero en el Consejo Económico y Social y desde 1974 en la Asamblea General de las Naciones Unidas1. La Resolución aprobada por la propia Asamblea el 3 de mayo de 2011, sobre la «Participación de la Unión Europea en la labor de las Naciones Unidas»2, intentó mejorar la posición de la UE en la Asamblea General y adecuarla a las reformas introducidas por el Tratado de Lisboa.

			La inicial cooperación política europea y particularmente la introducción de una Política Exterior y de Seguridad Común en el Tratado de Unión Europea, posibilitaron a la entonces incipiente UE una proyección internacional que se fue materializando en acciones específicas llevadas a cabo fuera del territorio de sus Estados miembros. El objetivo fue doble: por un lado secundar el mantenimiento de la paz y de la seguridad internacional, que constituye la principal misión de las Naciones Unidas, y por otro, y de una forma más específica, situar los principios de la Carta como uno de sus referentes en lo relativo a las relaciones con el resto del mundo, aspirando, al mismo tiempo, a convertirse en un actor global3.

			Aunque los antecedentes se sitúan mucho más lejanos en el tiempo, los principales instrumentos adoptados por la UE en los que se reclama un reforzamiento del diálogo político y de la cooperación entre la propia Unión y las Naciones Unidas han sido adoptados durante la última década, en particular a partir del año 2003. En efecto, durante dicho año se aprobaron dos instrumentos de gran relevancia en este ámbito: la Estrategia Europea de Seguridad4, y la Comunicación de la Comisión sobre «La Unión Europea y las Naciones Unidas: la opción del multilateralismo»5.

			En el primero de ellos se reconoce que «el fortalecimiento de las Naciones Unidas, dotando a esta organización de los medios necesarios para que pueda cumplir su cometido y actuar con eficacia, es una prioridad europea», así como que «nuestra seguridad y nuestra prosperidad dependen cada vez más de la existencia de un sistema multilateral eficaz»6. En el segundo se afirma que la UE «ha dado ya enormes pasos en el cumplimiento de su potencial como pilar central del sistema de las Naciones Unidas», y que todas sus instituciones «han subrayado repetidamente la importancia de mejorar la cooperación con las Naciones Unidas y de afianzar la voz de la UE en dicho organismo», aunque reconoce que «todavía cabe hacer mucho más»7.

			De forma paralela, el Documento Final de la Cumbre Mundial de 2005 8, recoge igual preocupación al reafirmar «la vital importancia de contar con un sistema multilateral eficaz, en consonancia con el derecho internacional, para enfrentar mejor los problemas y las amenazas polifacéticos e interrelacionados que afectan a nuestro mundo…»9.

			Sin duda, el hilo conductor de estos documentos, así como de otros adoptados con posterioridad10 lo constituye la apuesta por el multilateralismo efectuada de forma decidida por la UE11, desde la convicción de que la cooperación internacional, el diálogo entre todas las partes implicadas y el continuo ajuste de intereses constituye la única forma posible de enfrentarse a los grandes retos y desafíos globales del momento actual. Ello implica aceptar como punto de partida la necesaria y constante mejora de los instrumentos de gobernanza mundial, lo que supone una reflexión previa acerca de si la arquitectura institucional adoptada en la postguerra sigue sirviendo a la estructura internacional actual o necesita reformarse.

			Los grandes retos a los que se enfrenta la comunidad internacional, como la pobreza, la exclusión social y la desigualad de género, la seguridad o la degradación medioambiental y el cambio climático, exigen acciones concertadas de los Estados que se canalicen a través de los foros multilaterales con legitimidad suficiente para gestionarlas adecuadamente. Y es precisamente en este marco donde las Naciones Unidas, dada su composición universal y su trayectoria, deben seguir ejerciendo un papel central. Sin embargo y con el fin de que esta dimensión no se quede en una retórica vacua, convendría que las Naciones Unidas, sin renunciar a liderar este modelo multilateral que representan, promovieran la adopción de marcos regulatorios globales sobre los retos y amenazas actuales, favoreciendo al mismo tiempo su implantación y cumplimiento.

			La UE ha promovido y continúa contribuyendo de forma intensa a la construcción y mejora del sistema multilateral que representan las Naciones Unidas, entre otras razones porque el multilateralismo está en su propio ADN12. Ello implica que las Naciones Unidas y la UE no sólo comparten esa visión sino que pueden considerarse como socios13, aunque los resultados de la colaboración sean desiguales, como veremos más tarde.

			Por otra parte, la UE ha hecho y debe seguir haciendo esfuerzos para coordinar su posición ante las Naciones Unidas y para lograr que su influencia en dicha Organización sea acorde con su peso económico y político, así como con su contribución a la financiación del sistema14. En cualquier caso, conviene señalar que éste no ha sido un camino fácil para la UE, ni en lo que se refiere a la necesaria coordinación interna, ni tampoco a la actitud distante y reservada de la propia Organización de Naciones Unidas ante tales pretensiones europeas. Así ha podido comprobarse en el reciente proceso de discusión y aprobación, por la Asamblea General, de la Resolución sobre la «Participación de la UE en la labor de las Naciones Unidas», el 3 de mayo de 2011. 

			En efecto, a pesar de que la citada Resolución tenía como principal objetivo mejorar la posición de la UE ante la Asamblea General y adecuarla a las disposiciones del Tratado de Lisboa —que contempla una mayor representación externa de la UE— el resultado final está lejos de tal objetivo, pues se limita a permitir la intervención del presidente del Consejo Europeo y de la Alta Representante en las reuniones ministeriales plenarias de las Naciones Unidas, pero no posibilita a la UE participar en el trabajo cotidiano de la Asamblea General. De esta forma, aunque la UE ha ganado derecho de participación, sigue estando por debajo de lo estipulado en el Tratado de Lisboa para adquirir una visibilidad que le permita actuar como un actor global pues sólo podrá exponer sus opiniones en la Asamblea General, estando supeditada a sus Estados miembros en todos los demás aspectos15.

			Sin embargo, procede hacer notar igualmente que si la influencia real de la UE en Naciones Unidas y su capacidad para proyectar los valores europeos en el escenario mundial ha estado por debajo de su peso económico y político, no ha sido solamente, o al menos exclusivamente, por las deficiencias operativas que ofrecía su representación en la Organización, sino también por su incapacidad, puesta de manifiesto en repetidas ocasiones, para hablar con una sola voz. Con independencia de que las reformas introducidas por el Tratado de Lisboa a nivel institucional, reforzando el papel del Alto Representante y creando el SEAE, tendrán un impacto positivo a este nivel, la experiencia demuestra que cuando la UE ha actuado de forma unida y coherente, como fue el caso de la defensa del Protocolo de Kioto o de la creación de la Corte Penal Internacional, su papel como actor global16 quedó mucho más reforzado. 

			II. PRINCIPIOS Y VALORES COMPARTIDOS ENTRE LAS NACIONES UNIDAS Y LA UNIÓN EUROPEA

			Aunque, como ya advertimos, ambas organizaciones nacieron en un intento de dar respuesta a los grandes desafíos surgidos tras el drama que supuso la Segunda Guerra Mundial, no es menos cierto que cada una de ellas ha seguido una trayectoria diferente marcada por sus propias características y su naturaleza específica, pero también por las circunstancias políticas imperantes en la mitad del siglo XX. En efecto, las Naciones Unidas nacieron con el objetivo primordial de mantener la paz y la seguridad internacionales y en esa línea de acción, los pueblos de las Naciones Unidas se mostraron resueltos, como afirma el Preámbulo de la Carta, «a preservar a las generaciones futuras del flagelo de la guerra […] a reafirmar la fe en los derechos fundamentales del hombre, en la dignidad y valor de la persona humana, en la igualdad de derechos de hombre y mujeres y de las naciones grandes y pequeñas […]». 

			Las Naciones Unidas se constituyeron desde el principio como una organización con vocación universal, de fines generales y de cooperación, de la cual podían ser miembros, al margen de los originarios, «todos aquellos Estados amantes de la paz, que acepten las obligaciones consignadas en esta Carta, y que a juicio de la Organización, estén capacitados para cumplir dichas obligaciones y se hallen dispuestos a hacerlo» (art. 4).

			En cambio, las Comunidades Europeas nacieron con el objetivo primordial de lograr la integración económica a nivel regional europeo, aunque no hay que ignorar que el objetivo de la reconciliación entre europeos y en particular entre franceses y alemanes, estuvo también presente en el proyecto desde el principio. Frente al inmovilismo de la Carta, que prácticamente sigue igual que en 1945, los Tratados constitutivos de las Comunidades han disfrutado de un dinamismo a través de las diferentes reformas estructurales que se ha cristalizado, tanto en los requisitos para formar parte de la actual UE, como en los objetivos contenidos en el artículo 3 del Tratado de Unión Europea (TUE). De esta forma, los Estados candidatos han de respetar los valores explicitados en el artículo 2 de dicho Tratado y que se refieren al «respeto de la dignidad humana, libertad, democracia, igualdad, Estado de Derecho y respeto de los derechos humanos, incluidos los derechos de las personas pertenecientes a las minorías». Valores que además «son comunes a los Estados miembros en una sociedad caracterizada por el pluralismo, la no discriminación, la tolerancia, la justicia, la solidaridad y la igualdad entre mujeres y hombres»17. 

			Por otra parte, y en lo relativo a los objetivos, podemos observar que el artículo 3 constituye la foto dinámica de la evolución seguida por la UE durante los últimos años. En efecto, los párrafos 1 a 4 de dicho artículo, establecen los objetivos ad intra de la Unión al afirmar que ésta «tiene como finalidad promover la paz, sus valores y el bienestar de los pueblos», ofrecer a sus ciudadanos «un espacio de libertad, seguridad y justicia sin fronteras interiores», establecer un mercado interior, obrar en pro del desarrollo sostenible, promover el progreso científico y técnico, combatir la exclusión social y la discriminación, fomentar la cohesión económica, social y territorial, respetando la diversidad cultural y lingüística, velando por la conservación y el desarrollo del patrimonio cultural europeo. 

			El párrafo 5 del citado artículo 3 establece los objetivos ad extra de la UE al afirmar que en sus relaciones con el resto del mundo, «la Unión afirmará y promoverá sus valores e intereses y contribuirá a la protección de sus ciudadanos. Contribuirá a la paz, la seguridad, el desarrollo sostenible del planeta, la solidaridad y el respeto mutuo entre los pueblos, el comercio libre y justo, la erradicación de la pobreza y la protección de los derechos humanos, especialmente los derechos del niño, así como el estricto respeto y al desarrollo del Derecho internacional, en particular de los principios de la Carta de las Naciones Unidas».

			Esta remisión del citado artículo 3 del TUE a los principios de la Carta y la evidente conexión y sintonía existente entre los objetivos de ambas Organizaciones —aunque con especificidades relevantes debidas principal aunque no exclusivamente al desfase temporal entre ambos instrumentos: Carta y TUE— pone de manifiesto una coincidencia en los valores en los que aquéllas se fundamentan, anteriormente mencionados. 

			El respeto a los valores comunes de la dignidad humana y de los derechos humanos, de la libertad, la democracia, la igualdad y el Estado de Derecho18 sobre los que, de conformidad con el artículo 2 del TUE, se basa la Unión, son condiciones necesarias para pertenecer a la UE, y como tales objeto de protección a través de un mecanismo de prevención y sanción incorporado a los artículos 7 del TUE y 354 del TFUE, que con todas las cautelas y reservas posibles, presentaría un paralelismo relativo y por supuesto muy discutible —tanto en el alcance, contenido y naturaleza de las medidas— con los mecanismos de suspensión y expulsión de miembros de las Naciones Unidas, contenidos en los artículos 5 y 6 de la Carta, o con otras medidas preventivas incorporadas a este instrumento.

			En este sentido el citado artículo 7 del TUE establece un mecanismo de prevención en caso de riesgo de violación grave de tales valores comunes por un Estado miembro, que se convierte en sanción en caso de efectiva violación de los mismos. El Consejo y el Consejo Europeo tienen la libertad de valorar y de constatar el riesgo o la efectiva violación de los valores contemplados en el artículo 2 del TUE, siendo el Consejo quien tiene la competencia para adoptar sanciones. El Parlamento Europeo, que además deberá aprobar sus decisiones, ejercerá el control democrático de los poderes del Consejo y del Consejo Europeo en esta materia, correspondiendo al Tribunal de Justicia el control del procedimiento.

			 Los valores comunes y compartidos por las Naciones Unidas y la Unión Europea han constituido la base sobre la que se ha forjado una progresiva cooperación e intensificación de sus relaciones inspiradas por una concepción también compartida del multilateralismo y su capacidad de dar respuestas a escala universal o regional a los múltiples retos y amenazas que afronta la comunidad internacional. 

			Aunque las antiguas Comunidades Europeas estuvieron volcadas en sus orígenes en la creación de una unión aduanera y posteriormente del mercado único, tras las reformas introducidas en los Tratados, en particular desde Maastricht, posibilitaron a la recién constituida Unión Europea ejercer un papel más activo en el contexto internacional proyectándose como una comunidad de valores19 con capacidad de acción global a través de su incipiente, aunque limitada, política exterior y de seguridad común. 

			III. ÁMBITOS DE ACCIÓN COMPARTIDA ENTRE LAS NACIONES UNIDAS Y LA UNIÓN EUROPEA

			En el Documento Final de la Cumbre Mundial de 2005, los Jefes de Estado y de Gobierno reconocieron que la paz y la seguridad, el desarrollo y los derechos humanos constituyen los pilares fundamentales del sistema de Naciones Unidas, y como tales «los cimientos de la seguridad y el bienestar colectivos», reafirmando además que dichos pilares «están vinculados entre sí y se refuerzan unos a otros»20. Estas tres dimensiones forman parte igualmente de las prioridades de la Unión Europea en su dimensión exterior, lo que ratifica la sintonía entre ambas organizaciones en lo que respecta no sólo a los valores sino también a los ámbitos de acción.

			Con independencia de que ambas comparten otros ámbitos, como el de la ayuda humanitaria entre otros, el principal foco de acción compartida se concentra en los ámbitos del mantenimiento de la paz y la seguridad internacionales, de la cooperación —en especial para el desarrollo— y de los derechos humanos. 

			1. MANTENIMIENTO DE LA PAZ Y SEGURIDAD INTERNACIONALES


			Distinguiremos a tal efecto entre las cuestiones relativas a la lucha contra el terrorismo internacional y a la gestión internacional de crisis.

			A) Lucha contra el terrorismo internacional

			Tanto las Naciones Unidas como la UE se encuentran fuertemente implicadas en la lucha contra este fenómeno, en particular tras los acontecimientos del 11-S. En efecto, los ataques terroristas de los últimos años han puesto de manifiesto que vivimos en un mundo interdependiente, en el que ningún Estado, por desarrollado y poderoso que sea, está inmune a las nuevas amenazas que planean en la sociedad internacional, en particular el terrorismo global de inspiración yihadista21. El desarrollo del fenómeno terrorista tras el 11-S demuestra que después del fin de la guerra fría y con el proceso de globalización en el que estamos inmersos, los conflictos armados entre Estados parecen —aunque quizás sea tan sólo un espejismo— algo anacrónico y superado, al ser a menudo reemplazados por otros tipos de violencia que no constituyen manifestaciones de la guerra clásica entre Estados. 

			Las Naciones Unidas han reaccionado desde el primer momento contra el fenómeno del terrorismo internacional, condenando inequívocamente sus métodos y prácticas, en todas sus formas y manifestaciones, por tratarse de actividades que atentan contra los derechos humanos, las libertades fundamentales y la democracia22. El propio Consejo de Seguridad ha calificado el terrorismo como una amenaza grave para la paz y la seguridad internacionales, como lo es también para la integridad territorial y la estabilidad de los Estados, en la medida en que a menudo desestabilizan a gobiernos legítimamente constituidos y socavan la sociedad civil pluralista redundando en detrimento del desarrollo económico y social de los pueblos. 

			Por todo ello y en la medida en que los actos terroristas constituyen en sí mismos una violación del derecho a la vida, a la libertad, a la seguridad, al bienestar y al derecho a vivir sin temor, los Estados están obligados a luchar contra este fenómeno y a aplicar las medidas eficaces para combatirlo ajustándose a las obligaciones contraídas en virtud del derecho internacional, en especial las normas relativas a los derechos humanos, el derecho de los refugiados y el derecho internacional humanitario23.

			Uno de los mayores logros de las Naciones Unidas en la adopción de medidas contra el terrorismo ha sido la aprobación de la Estrategia Mundial en el año 2006. La Estrategia Mundial, que parte del consenso alcanzado en la Cumbre Mundial de 2005 para condenar el terrorismo en todas sus formas y manifestaciones, constituye un programa de objetivos y de trabajo futuro que se caracteriza por tratarse de un instrumento excepcional que potencia los esfuerzos nacionales, regionales e internacionales contra el terrorismo y que al mismo tiempo presenta un carácter innovador por ser la primera vez que los Estados miembros de la Organización acordaron un enfoque estratégico y operacional común para luchar contra dicho fenómeno. El documento reafirma con toda contundencia que el terrorismo no puede ni debe vincularse con ninguna religión, nacionalidad, civilización o grupo étnico y subraya la responsabilidad de los Estados en negar refugio financiero y operacional a los terroristas e impedir que estos se beneficien del asilo político con el fin de que sean sometidos a la justicia a través de la extradición o del enjuiciamiento. 

			La Estrategia consta de dos partes diferenciadas pero integradas en un único instrumento: la Resolución A/RES/60/288 aprobada por la Asamblea General el 8 de septiembre de 2006, y el anexo que incorpora un Plan de Acción. La Estrategia parte de una condena enérgica, inequívoca y coherente del terrorismo por parte de los Estados miembros en todas sus formas y manifestaciones con independencia de quién lo cometa, o de cuál sea el lugar donde se haya cometido o los propósitos perseguidos, e incorpora una serie de nuevas propuestas e iniciativas en virtud de un marco estratégico común, en particular en lo relativo a la asistencia técnica en la lucha contra el terrorismo; a la necesidad de afrontar las necesidades de las víctimas de los actos terroristas y de sus familiares así como a la conveniencia de hacer partícipe a la sociedad civil y a las organizaciones regionales. Otras propuestas e iniciativas recomiendan, en particular, adoptar los medios más innovadores para contener el ciberterrorismo y el bioterrorismo; modernizar los sistemas de control de fronteras y aduanas así como fomentar la cooperación en la lucha contra el blanqueo de dinero y la financiación del terrorismo. Conviene señalar igualmente que la Estrategia ha sido objeto, tras su aprobación en 2006, de dos exámenes de aplicación en septiembre de 2008 y en septiembre de 2010, que han sido precedidos de sendos informes del Secretario General24 sobre las actividades desarrolladas por el sistema de Naciones Unidas en aplicación de dicho documento25.

			El Plan de Acción incorporado al Anexo de la citada Resolución A/RES/60/288 por la que se aprueba la Estrategia, tras hacer un llamamiento a los Estados miembros a ratificar los convenios internacionales contra el terrorismo y a aplicar todas las resoluciones adoptadas por la Asamblea General y el Consejo de Seguridad en esta materia, así como a cooperar más intensamente para prevenir y combatir dicho fenómeno en el respeto al Derecho internacional, los derechos humanos y el Derecho Internacional Humanitario, presenta las grandes líneas de actuación que giran en torno a cuatro ámbitos diferenciados pero íntimamente relacionados entre sí: medidas para hacer frente a las condiciones que propician la propagación del terrorismo; medidas para prevenir y combatir el terrorismo; medidas destinadas a fortalecer la capacidad preventiva de los Estados y el papel de las Naciones Unidas en este ámbito; y medidas para asegurar el respeto a los derechos humanos en la lucha contra el terrorismo26.

			La Unión Europea ha adoptado igualmente una serie de instrumentos de diverso alcance y contenido contra dicho fenómeno. Entre todos ellos destaca la «Estrategia de la UE de lucha contra el Terrorismo», que fue aprobada por el Consejo Europeo de Bruselas de diciembre de 2005, tras los atentados de Londres del 7 de julio de este mismo año. Se trata de un documento que presenta una dimensión tanto interna como internacional, con el objetivo de construir una estrategia global contra el terrorismo internacional que contribuya a la construcción de un mundo más seguro. La Estrategia consta de cuatro ámbitos de acción: prevención, protección, persecución y reacción o respuesta27. 

			La acción de la UE contra el terrorismo internacional no se limita a la adopción de la citada Estrategia, pues ha sido especialmente prolífica desde los atentados del 11-S, y en particular desde los atentados de Madrid y Londres. En efecto, además de la aprobación en junio de 2002 de la Orden de Detención Europea28, en vigor desde el 1 de enero del 2004, y la creación de una serie de agencias, oficinas y organismos (como la Unidad de Cooperación Judicial Europea Eurojust; la Oficina Europea de Policía Europol; la Agencia Europea de Fronteras Frontex; el Sistema Europeo de Vigilancia de Fronteras Eurosur, o la creación de la figura del Coordinador Europeo en la lucha contra el terrorismo), conviene resaltar la adopción del Programa de Estocolmo, en el marco del Espacio de Seguridad, Libertad y Justicia29. El citado Programa recomienda el desarrollo de una estrategia de seguridad interior destinada a luchar contra la delincuencia organizada y el terrorismo. 

			En esta línea de actuación, el Consejo Europeo del 25/26 de marzo de 2010 aprobó la Estrategia de Seguridad Interior30. La Estrategia identifica el terrorismo «en cualquiera de sus formas» como uno de los mayores desafíos para la seguridad interior de la UE, menciona los instrumentos para combatir esta y otras amenazas, y crea un órgano, el Comité Permanente de Seguridad Interior, para desarrollar y aplicar la Estrategia. La creación de dicho Comité estaba ya prevista por el Tratado de Lisboa31, que por otra parte también incorpora la llamada cláusula de solidaridad entre los Estados que se activaría en caso de ataque terrorista32.

			La UE ha venido aplicando las Resoluciones de las Naciones Unidas en materia de lucha contra el terrorismo internacional, dado que como hemos visto éste constituye una de sus principales amenazas. Entre ellas, destaca por su relevancia la Resolución 1373 (2001) del Consejo de Seguridad, adoptada por unanimidad, el 28 de septiembre de 2001, tras los ataques terroristas del 11-S en Estados Unidos. 

			El Comité contra el Terrorismo, creado por dicha Resolución e integrado por los quince miembros del Consejo, recibió el mandato de vigilar la aplicación de la citada Resolución 1373 (2001), en la que se instaba a los Estados miembros a adoptar una serie de medidas destinadas a fortalecer su capacidad jurídica e institucional para combatir las actividades terroristas a nivel nacional, regional y mundial, entre las que destacan: tipificar como delito la financiación del terrorismo; congelar sin dilación los fondos de las personas que participen en la comisión de actos terroristas; denegar cualquier tipo de apoyo financiero a los grupos terroristas; prohibir el refugio o cualquier tipo de asistencia o apoyo a los terroristas; intercambiar información con otros gobiernos en materia antiterrorista; cooperar con otros gobiernos para investigar, detectar, arrestar, extraditar y enjuiciar a las personas que cometan dichos actos y tipificar como delito en la legislación nacional y enjuiciar a las personas que suministren apoyo activo o pasivo para la comisión de actos terroristas. 

			El Consejo de Seguridad supervisa el trabajo del Comité contra el Terrorismo de acuerdo con un programa bienal y es informado por el Presidente del Comité en las reuniones públicas que se dedican a las amenazas a la paz y la seguridad internacionales, incluyendo información acerca de los diversos informes presentados sobre la materia.

			En este sentido, conviene señalar que de conformidad con las Resoluciones 1373 (2001) y 1624 (2005) del Consejo de Seguridad, los Estados han presentado al Comité contra el Terrorismo informes sobre las medidas adoptadas para la aplicación de tales resoluciones. No sólo los Estados miembros de la UE sino la propia Unión han venido transmitiendo sus respectivos informes al Comité33. A través de los mismos, el Comité ha establecido una relación directa y estrecha con los Estados con el fin de fortalecer su capacidad de lucha contra el terrorismo y de promover la cooperación internacional en esta materia. Los informes constituyen la información más completa y exhaustiva que existe en el mundo sobre la capacidad de los 193 Estados miembros de combatir el terrorismo34. 

			Por otra parte procede hacer notar al menos otros dos ámbitos de cooperación en esta materia entre ambas organizaciones: en primer lugar el hecho de que la UE decidió aplicar colectivamente la Resolución 1373 (2001) del Consejo de Seguridad y adoptó para ello sendas Posiciones Comunes del Consejo el 27 de diciembre de 2001; y, en segundo lugar, el Reglamento (CE) del Consejo 2580/2001 de 27 de diciembre de 200135. Conviene poner de manifiesto igualmente que la UE viene prestando asistencia técnica a países terceros que carecen de los medios necesarios para aplicar la Resolución 1373, en particular en lo relativo a la imposición de sanciones. En segundo lugar, que la UE constituye el grupo de Estados que presenta un mayor número de ratificaciones de los diferentes instrumentos convencionales contra el terrorismo adoptados hasta el momento presente, cumpliendo de este modo las recomendaciones efectuadas por parte de las Naciones Unidas en esta materia, aunque todavía no se ha producido una ratificación total de todos los instrumentos por los Estados miembros de la UE.

			De destacar es, asimismo, que la Dirección Ejecutiva del Comité y el Equipo Especial sobre la Ejecución de la Lucha contra el Terrorismo colaboran estrechamente con la UE; mantienen relaciones de trabajo con la Oficina Europea de Policía (EUROPOL), con la Unidad de Cooperación Judicial Europea (EUROJUST) y con la Agencia Europea para la Gestión de las Fronteras Exteriores de la UE (FRONTEX), con el fin de identificar cuáles son las mejores prácticas implementadas por la UE en estos ámbitos y de determinar su posible aplicación a otras regiones del mundo.

			B) La gestión internacional de crisis

			La cooperación entre las Naciones Unidas y la Unión Europea en el ámbito de la gestión internacional de crisis ha ido creciendo de forma paulatina durante la última década. En efecto, teniendo en cuenta que dicho concepto ha ido evolucionando para integrar una amplia serie de actuaciones tanto de naturaleza civil como militar, que van desde las simplemente preventivas hasta las que requieren la intervención de fuerzas de combate con el fin de mantener, restablecer o imponer la paz36, y que dicha evolución ha corrido paralela a los cambios acaecidos en las dos organizaciones mencionadas, podemos afirmar que nos encontramos en un campo abonado en el que la cooperación ha producido sus frutos durante los últimos años.

			Ello no quiere decir que la cooperación haya sido siempre ascendente pues los ritmos y el funcionamiento de dos organizaciones tan complejas y dispares han condicionado de forma directa los resultados obtenidos. Efectivamente, podemos observar que tanto la evolución seguida por las operaciones de mantenimiento de la paz (OMP) de las Naciones Unidas37 como la progresiva construcción de una arquitectura europea en materia de seguridad y defensa, han constituido factores clave en este proceso. Este punto de partida nos sitúa cronológicamente en la última década del pasado siglo. 

			Al inicio de la misma y como consecuencia del optimismo derivado de la nueva situación creada tras el fin de la Guerra Fría y con ella del bloqueo sistemático del Consejo de Seguridad, se generó una intensa actividad de las Naciones Unidas que se materializó en la creación de una gran cantidad de OMP38 dirigidas tanto a conflictos internos como internacionales.

			Los fracasos de Ruanda, Somalia, Liberia o Yugoslavia acaecidos durante los años siguientes, y la correspondiente disminución de la actividad de las Naciones Unidas en materia de mantenimiento de paz y seguridad, abrieron un periodo de reflexión que se concretó en el informe del Secretario General denominado «Suplemento de un Programa de Paz»39, en que se revisaban los postulados incorporados al anterior informe de 1992, titulado «Un Programa de Paz»40. 

			A finales de 1999, Kofi Annan instó a los Estados miembros a reconocer el fracaso por no haber previsto el genocidio de Ruanda en 1994 y la caída de Srebrenica en 199541. A tal efecto, se solicitó a un grupo de alto nivel, presidido por Lakhdar Brahimi, que propusiera medidas prácticas y viables para futuras operaciones de paz. En agosto de 2000, y por lo tanto a un mes de la celebración de la Cumbre del Milenio, el llamado «Informe Brahimi», fue remitido a los Estados miembros. El Informe aportaba una dosis de realismo y de pragmatismo, por otra parte necesarios, al recomendar actuar solamente en aquellos casos en que las condiciones para alcanzar el éxito fueran favorables y abstenerse de llevar acabo operación alguna en aquellos en que tales condiciones no existieran. 

			En el supuesto de que se decidiera actuar, el Informe recomendaba que las operaciones debían contar con el apoyo necesario y los recursos adecuados. En ese caso, y con el fin de mantener una posición militar creíble en las zonas de intervención, el Informe recomendaba igualmente contar con un mayor número de efectivos, bien equipados y entrenados, así como un mayor apoyo político, financiero y material por parte de los Estados miembros, particularmente de aquellos que forman parte del Consejo de Seguridad. Se recomendaba, asimismo, mejoras en el sistema de evaluación de las operaciones de mantenimiento de la paz, tanto en el terreno como desde la propia Organización. 

			Las reacciones positivas provocadas por el Informe Brahimi42, tuvieron como consecuencia que la Asamblea General incrementara en un cincuenta por ciento el personal del Departamento de Operaciones de Mantenimiento de la Paz, así como ciertas partidas presupuestarias43 y que la Secretaría mejorara la gestión y la logística, delegando más competencias en las misiones de campo. Tras los ataques terroristas del 11 de septiembre y la posterior intervención en Afganistán, el Secretario General Kofi Annan designó a Lakhdar Brahimi para planificar y organizar la primera operación de paz desde que se publicó el Informe, y propuso que en lugar de desplegar los cascos azules, las Naciones Unidas deberían jugar un papel más político estableciendo una Misión de Asistencia en Afganistán (UNAMA) que integrase los esfuerzos políticos, humanitarios y de desarrollo44. 

			El nuevo enfoque en materia de mantenimiento de la paz se aplicó igualmente en el caso de la Administración de Transición de las Naciones Unidas para Timor Oriental (UNTAET) que culminó con la independencia de dicho país, el 20 de mayo de 2002, y en el de la Misión de las Naciones Unidas en Sierra Leona (UNAMSIL), que cooperó en el desarme y desmovilización de más de cuarenta mil rebeldes, y en la realización de elecciones pacíficas que desembocarían en la formación de un nuevo Gobierno. En definitiva, puede considerarse que el éxito de ambas operaciones radica en que siguiendo las recomendaciones del Informe Brahimi, acogidas por el Secretario General, han contado con mandatos más claros y mejores sistemas de gestión y capacidades. Además del desarrollo espectacular que han conocido las OMP durante la primera década del presente siglo, y del aumento de los recursos materiales implicados, debe ponerse de manifiesto igualmente el incremento también espectacular de los recursos humanos desplegados por las OMP de las Naciones Unidas45.

			 Una de las propuestas que se incluyen en el citado Informe es precisamente la participación de las organizaciones regionales en operaciones de mantenimiento de la paz de las Naciones Unidas. Ello implicaba, en el caso de la Unión Europea, desarrollar nuevas capacidades vinculadas a la seguridad y a la defensa, que, como en otros ámbitos, se llevarían a cabo de una forma progresiva y no exenta de dificultades, en particular tras la incorporación de la Política Exterior y de Seguridad Común (PESC) al Título V del Tratado de Unión Europea de 1992. 

			La referencia incluida en dicho Tratado a la futura definición de una política de defensa común en la que la Unión Europea Occidental (UEO) tenía una posición destacada, fue dando progresivamente paso a la elaboración de una Política Europea de Seguridad y Defensa (PESD) cuyos pilares fundamentales serían por un lado la prevención de conflictos y la gestión de crisis, y, por otro, el reforzamiento de la estructura militar. El objetivo de este último pilar se centraba en dotar a la UE de capacidades militares propias para llevar a cabo el primero, es decir la prevención de conflictos y sobre todo la gestión de crisis, sin que ello implicara necesariamente renunciar a recurrir a la OTAN46. 

			La incorporación de las misiones Petersberg al Tratado de Ámsterdam, que ya habían tenido un cierto desarrollo en el marco de la UEO47, y la aprobación del «Informe sobre la política europea de seguridad y defensa» con ocasión del Consejo Europeo de Niza, permitieron sentar las bases para la edificación de la PESD entre los Estados miembros de la UE. 

			El tránsito de la PESD a la Política Común de Seguridad y Defensa (PCSD) incorporada al Tratado de Lisboa, ha estado jalonada de una serie de hitos en los que se ha subrayado la voluntad de la UE de adquirir nuevas capacidades asociadas a la seguridad y a la defensa susceptibles de ser utilizadas en la gestión internacional de crisis, manifestándose de este modo la voluntad de cooperar con las Naciones Unidas. 

			La evolución seguida por la UE en el ámbito de la construcción de una arquitectura de seguridad y defensa influyó de una forma directa en la cooperación efectiva con las Naciones Unidas, que empezó a fraguarse progresivamente a principios de la primera década del presente siglo, cuando el entonces Alto Representante de la UE, Javier Solana, fue invitado a participar en una de las sesiones del Consejo de Seguridad, en junio de 2000, con ocasión de la presentación del Informe del Enviado Especial del Secretario General para los Balcanes, Carl Bildt48. Sin embargo, será 2003 el año en que la colaboración de la UE con Naciones Unidas se manifestará en la práctica, cuando a principios del mismo, la Misión de Policía de la UE en Bosnia (EUPM), tomará el relevo de la International Police Task Force (IPTF) de las Naciones Unidas, y sobre todo cuando en el mes de junio de dicho año y a petición del Secretario General, se desplegará la Operación Artemis49 en apoyo de la Misión de las Naciones Unidas en la República Democrática del Congo (MONUC). 

			Esta materialización práctica de la cooperación UE-Naciones Unidas va a tener consecuencias pues se va a iniciar un proceso de formalización en las relaciones entre ambas organizaciones, que partirá con la firma en Nueva York de la «Declaración conjunta sobre la cooperación entre las Naciones Unidas y la Unión Europea en la gestión de crisis», el 24 de septiembre de 200350. 

			En ella, el Secretario General de las Naciones Unidas y la Presidencia del Consejo de la UE (que correspondía en este caso a Italia), tras mostrar su satisfacción por la cooperación iniciada entre ambas organizaciones en el ámbito de la gestión civil y militar de crisis, «en concreto en los Balcanes y en África», y de manifestar su voluntad de profundizar dicha cooperación y dotarla de mecanismos fiables y sostenibles, «acuerdan establecer un mecanismo conjunto de consulta en el plano práctico», con el fin de mejorar la coordinación y la compatibilidad en los ámbitos de la planificación, formación, comunicación y de las prácticas idóneas51. La principal consecuencia de la adopción de la Declaración Conjunta fue la creación de un Comité Director (Steering Committee) que se convertiría en la piedra angular para la canalización de las consultas y el intercambio de información en materia de gestión de crisis entre ambas organizaciones, a través de encuentros semestrales. 

			Previamente y tan sólo unos días antes de la adopción de la citada Declaración conjunta, la Comisión Europea había adoptado una Comunicación dirigida al Consejo y al Parlamento Europeo, titulada: «La Unión Europea y las Naciones Unidas: la opción del multilateralismo»52, en la que se reconoce que aunque todas las instituciones de la Unión «han subrayado repetidamente la importancia de mejorar la cooperación con las Naciones Unidas y de afianzar la voz de la UE en dicho organismo […] todavía queda mucho por hacer». 

			En esta línea de pensamiento, la Comisión manifiesta que la UE tendrá que enfrentarse a importantes desafíos si quiere hacer realidad su potencial en las Naciones Unidas, ya que la Unión ha progresado «poco a poco en el proyecto de hablar con una sola voz» en los debates de la organización, y que «si bien la UE ha adoptado la práctica de la coordinación sistemática […] en la mayoría de los órganos políticos clave de las Naciones Unidas, sigue habiendo votaciones en la cuales la UE no consigue ponerse de acuerdo en una línea común, sobre todo en cuestiones del área de la PESC», reconociendo al efecto que «las repercusiones en la credibilidad de la UE son desproporcionadas», por lo que «después de las divisiones internas en el caso de Iraq, se impone una reflexión seria en el seno de la UE»53.

			Sin lugar a dudas, fue la falta de unión y la división exhibida en el caso de Iraq por parte de los Estados miembros de la UE, la que motivó que el proceso de reflexión al que se refería la Comisión, se acelerara significativamente, tras el mandato realizado por los Ministros de Asuntos Exteriores de la UE al Alto Representante, para que elaborara un documento que sería presentado al Consejo Europeo de Salónica el 20 de junio de 2003 con el título: «Una Europa segura en un mundo mejor», que sería formalmente aprobada el 12 de diciembre del mismo año54. La denominada Estrategia Europea de Seguridad reconoce como uno de sus objetivos fundamentales «la necesidad de construir un orden internacional basado en el multilateralismo efectivo», afirmando al respecto que «el marco fundamental para las relaciones internacionales es la Carta de las Naciones Unidas y que la consolidación de las Naciones Unidas, equipándolas para cumplir sus responsabilidades y actuar eficazmente, debe ser una prioridad europea»55.

			El impacto de estos documentos va a ser doble, manifestándose en los meses siguientes a su adopción: por un lado, se va a producir un refuerzo de las capacidades de la UE para llevar a cabo una gestión de crisis más rápida y eficaz; y por otro lado, y como consecuencia directa de ésta, se va a producir un relanzamiento de la colaboración con las Naciones Unidas en este ámbito. Con independencia de que no se hayan alcanzado todos los ambiciosos retos incorporados al Headline Goal 201056, adoptado por el Consejo Europeo de junio de 2004, lo realmente destacable es que la mayoría de ellos gira en torno del concepto de battlegroups o agrupaciones tácticas de combate, que ha tenido un cierto desarrollo posterior, a nivel teórico más que práctico, al ser incorporado al Protocolo sobre la Cooperación Estructurada Permanente en el Tratado Constitucional y posteriormente en el Tratado de Lisboa57.

			No obstante, el segundo de los escenarios apuntados relativo al relanzamiento de las relaciones de la Unión Europea con las Naciones Unidas va a seguir manifestándose con la adopción, de dos documentos respectivamente dedicados a la gestión militar y a la gestión civil de crisis. Por lo que respecta al primer ámbito, el citado Consejo Europeo de 18 de junio de 2004, aprobó el documento titulado «Cooperación entre la UE y las Naciones Unidas en las operaciones militares de gestión de crisis. Aspectos de la aplicación de la Declaración conjunta de la Unión Europea y las Naciones Unidas»58. Por lo que respecta al segundo ámbito, el posterior Consejo Europeo de 13 de diciembre del mismo año, aprobaría el documento titulado: «Cooperación Unión Europea-Naciones Unidas en la gestión civil de crisis»59. En ambos documentos, el Consejo Europeo establece las líneas por las que discurrirá la cooperación en ambos ámbitos durante los próximos años.

			Precisamente el objetivo específico de la nueva Declaración conjunta realizada entre ambas organizaciones el 7 de junio de 2007, «Joint Statement on UN-EU Cooperation in Crisis Management»60 será revisar la evolución de la cooperación en el ámbito de la gestión de crisis desde la anterior Declaración de 2003. Al margen de lo criticable que sea la forma en que aquella se adoptó, un simple comunicado de prensa, y de que fuera la presidencia alemana quien la promoviera con el objetivo de hacer más visible el apoyo que la UE estaba prestando a las Naciones Unidas en el continente africano61, lo realmente destacable es que el documento no aporta novedades significativas sobre el primero de 2003, aunque como afirma González Alonso, tuvo el efecto positivo de generar una nueva dinámica de trabajo por parte de la UE, tanto en lo relativo a identificar las mejoras que debían acometerse en la relación con las Naciones Unidas, como en lo referente a la evaluación periódica de las medidas propuestas62. En esta línea de actuación, y en virtud de las Recomendaciones adoptadas para su desarrollo63, la Secretaría General del Consejo está obligada a informar semestralmente al Comité Político y de Seguridad (COPS) sobre los progresos realizados.

			La reforma introducida por el Tratado de Lisboa parece ofrecer expectativas muy favorables en lo que respecta a la cooperación de la UE con las Naciones Unidas en el ámbito de la gestión internacional de crisis, aunque como siempre suele ocurrir aquellas dependerán en buena parte del uso que se haga de los nuevos instrumentos jurídicos e institucionales que aporta dicho Tratado, y sobre todo de la voluntad de los Estados miembros, que son en definitiva quienes tienen capacidad para implementarlos en la práctica64. Entre dichos instrumentos destaca la adopción de una nueva Política Común de Seguridad y Defensa (PCSD), incorporada a los artículos 42 a 46 del TUE65.

			Entre ellos, el artículo 42.1 viene a determinar el alcance y los límites de la nueva PCSD, al enmarcarla en la política exterior y de seguridad común y al establecer que ofrecerá a la Unión «una capacidad operativa basada en medios civiles y militares», con el fin de utilizarlos «en misiones fuera de la Unión, que tengan por objetivo garantizar el mantenimiento de la paz, la prevención de conflictos y el fortalecimiento de la seguridad internacional, conforme a los principios de la Carta de las Naciones Unidas».

			De particular interés resulta la disposición contenida en el apartado 5.º del mencionado artículo 42, que establece que el Consejo «podrá encomendar la realización de una misión, en el marco de la Unión a un grupo de Estados miembros a fin de defender los valores y favorecer los intereses de la Unión», misión que se regirá por el artículo 44, al afirmar que tal misión será encomendada a los «Estados miembros que lo deseen y que dispongan de las capacidades necesarias» para ejecutarla y cuya gestión «se acordará entre dichos Estados miembros, en asociación con el Alto Representante de la Unión para Asuntos Exteriores y Política de Seguridad». 

			Del contenido de tales disposiciones y de otras conexas se derivan al menos dos tipos de consideraciones: en primer lugar que los Estados miembros siguen manteniendo competencias decisivas en materia de PCSD; y que el Consejo será quien, según el artículo 42.3, defina los objetivos de la PCSD, siendo igualmente dicho órgano quien, de conformidad con el apartado 4.º del mismo artículo, «adoptará por unanimidad, a propuesta del Alto Representante […] o a iniciativa de un Estado miembro», las decisiones relativas a la PCSD, «incluidas las relativas al inicio de una misión […]».

			Las operaciones llevadas a cabo por la Unión en el marco de la PESD no obedecieron a una planificación estratégica debidamente estructurada, pues estuvieron muy condicionadas tanto por su dependencia de las capacidades puestas a disposición por parte de los Estados miembros, como por la dispersión en el control de los instrumentos relativos a la cooperación con las Naciones Unidas en materia de gestión de crisis66, lo que se tradujo en clamorosas disfunciones que afectaron a la calidad de dicha colaboración67 como se puso de manifiesto, en particular, en la República Democrática del Congo68.

			A pesar de ello, conviene señalar que las reformas institucionales introducidas por el Tratado de Lisboa, tanto la figura reforzada del Alto Representante como la creación del SEAE, pueden incidir en la corrección de dichas disfunciones y en una mejor definición de las líneas estratégicas. Ello debería propiciar notablemente las posibilidades de cooperación con Naciones Unidas en este ámbito, aunque según advertimos anteriormente, es la puesta en práctica de las mismas la que determinará el nivel real de tales posibilidades, existiendo, no obstante, algunas limitaciones considerables al respecto como la carencia de una estructura permanente para dirigir las operaciones militares, lo que permitiría reforzar el papel de la Unión en las mismas.

			Por otra parte, el hecho de que las nuevas delegaciones de la UE en el exterior queden vinculadas al nuevo SEAE, y que de forma particular afecte a la representación de la UE en Naciones Unidas, donde la antigua Delegación de la Comisión así como la también antigua Oficina de Enlace del Consejo se han fusionado en la nueva Delegación de la UE, deberían tener efectos positivos en la interacción entre las Naciones Unidas y la UE, en particular en materia de gestión internacional de crisis, permitiendo avanzar en las líneas marcadas por la New Horizon Initiative de Naciones Unidas69. Sin embargo hay que rechazar cualquier automatismo optimista, no sólo por la dificultades que entraña la puesta en marcha de los nuevos mecanismos que deberían garantizar un recurso combinado de medios civiles y militares por parte de la UE en el marco de la PCSD, lo que iría en la nueva línea de acción anteriormente mencionada, sino también por el impacto de la actual crisis financiera y económica que ha sumido a la UE y a todo el proyecto europeo en una parálisis sin precedentes.

			2. COOPERACIÓN PARA EL DESARROLLO


			A) Algunas consideraciones sobre la cooperación al desarrollo con anterioridad a la adopción de los ODM

			Al margen de que la interacción entre las Naciones Unidas y la Unión Europea en el ámbito de la cooperación alcanza a otras materias, como el de la cooperación medioambiental entre otras, centraremos nuestra atención en la cooperación para el desarrollo por su innegable relevancia para ambas organizaciones.

			La realización de «la cooperación internacional en la solución de problemas internacionales de carácter económico, social, cultural o humanitario […]», constituye uno de los propósitos de las Naciones Unidas incorporado al párrafo 3.º del artículo 1 de la Carta, que conectará más tarde con el artículo 55 que abre el Capítulo IX relativo a la «cooperación internacional económica y social», en el que se establece que la Organización promoverá:

			a) niveles de vida más adecuados, trabajo permanente para todos y condiciones de progreso y desarrollo económico y social;

			b) La solución de problemas internacionales de carácter económico, social y sanitario y de otros problemas conexos, y la cooperación internacional en el orden cultural y educativo […].

			A tal efecto, el artículo 56, incorpora el compromiso de todos los miembros «a tomar medidas conjunta o separadamente, en cooperación con la Organización, para la realización de los propósitos consignados en el artículo 55». Por otra parte, el capítulo X (arts. 61 a 72) se dedica al principal órgano encargado de esta cuestión: el Consejo Económico y Social, aunque supeditado a la autoridad de la Asamblea General, según establece el artículo 60.

			Partiendo de estas premisas «onusianas» y del propio ADN constitutivo de las Comunidades Europeas, la confluencia y posterior interacción de ambas estructuras internacionales en esta materia parecía por lo tanto lógica y, además, oportuna. Así queda constatado en el 2.º apartado del artículo 208 del TFUE, al afirmar que «La Unión y los Estados miembros respetarán los compromisos y tendrán en cuenta los objetivos que han acordado en el marco de las Naciones Unidas […]».

			El devenir de ambas organizaciones hasta el momento presente ha estado jalonado de múltiples hitos que han galvanizado sus respectivos ámbitos de actuación en esta materia aportando interesantes vías de confluencia, aunque con resultados desiguales. 

			En el ámbito de las Naciones Unidas, la aportación documental y declarativa, aunque escasamente normativa, así como institucional, es ciertamente relevante. La Declaración de Principios de Derecho internacional contenida en la RAG 2625 (XXV) ya incorporaba la obligación de los Estados de cooperar entre sí, «independientemente de las diferencias en sus sistemas económicos, políticos y sociales», obligación entendida en sentido amplio, pues «cubrirá las diversas esferas de las relaciones internacionales», y además con un cierto carácter teleológico pues se vincula, por un lado, con la finalidad de mantener la paz y la seguridad internacionales, y por otro, con la necesidad de «promover la estabilidad y el progreso de la economía mundial, el bienestar de las naciones […] libre de toda discriminación basada en esas diferencias».

			De forma paralela al proceso de institucionalización seguido por la cooperación internacional para el desarrollo durante la década de los sesenta70, fue surgiendo un derecho al desarrollo, que partiendo de la constatación de las profundas y cada vez más alarmantes desigualdades existentes entre todos los Estados, sobre todo el ámbito económico, se dirigía a corregirlas mediante un conjunto de mecanismos y estrategias articulados en torno a una serie de Resoluciones de la Asamblea General71 destinadas a impulsar y potenciar al máximo el desarrollo como factor primordial de progreso.

			De estos postulados surgiría la concepción de un derecho al desarrollo considerado como un derecho humano, subjetivo e individual, sin perjuicio de su carácter colectivo72, en la medida en que los países en desarrollo tienen un derecho a lograr su pleno desarrollo económico y social. Tras la percepción de que las estrategias y mecanismos de las Naciones Unidas para el desarrollo, en particular el NOEI, habían derivado en un relativo fracaso por no haber logrado los fines perseguidos, puede afirmarse que desde principios de la década de los noventa, pareció apreciarse una nueva sensibilidad en el enfoque de esta materia, que se presentó vinculada a una concepción más amplia y dinámica de desarrollo, en la medida en que éste no se agota en el aspecto económico, sino que alcanza a otras manifestaciones del progreso, como el social, el cultural o incluso el político73. Y es precisamente esta concepción más integral de desarrollo, la que determinará su vinculación con otros sectores, como los derechos humanos, el medio ambiente o la demografía, entre otros, y que posibilitarán la gestación de un nuevo programa de desarrollo a partir de los instrumentos adoptados en una serie de Conferencias internacionales convocadas por las Naciones Unidas, en las que el factor «desarrollo», está presente de una forma constante y permanente74.

			En el contexto de esta nueva dinámica en que las Naciones Unidas iniciaron una redefinición del desarrollo, el antiguo Secretario General B. Boutros-Ghali, presentó ante la Asamblea General el Informe «Un programa de desarrollo»75 en el que tras justificar previamente su conveniencia por la necesidad de restablecer la cooperación para el desarrollo como máxima preocupación mundial76 así como en el hecho de que el desarrollo constituye un derecho humano fundamental, y como tal el presupuesto más seguro de la paz, el Programa incorpora cinco dimensiones del desarrollo77 . El Programa se completaba con una serie de recomendaciones que pretendían resituar el desarrollo como la tarea más primordial de la comunidad internacional, cuyo objetivo debía encaminarse a erradicar la pobreza y el hambre, la enfermedad y la ignorancia, así como la creación de empleo. 

			Todo ello exigía un nuevo marco para la cooperación internacional, en el que las Naciones Unidas debían jugar un papel destacado, tanto en el ámbito de las actuaciones concretas como en el normativo. Para ello, la organización universal debía reactivar la cooperación internacional para el desarrollo, estableciendo un sistema multilateral más eficaz y coherente. Con este objetivo se proponía estrechar los vínculos entre la propia Organización y las instituciones de Bretton Woods, por una parte, y los organismos técnicos y sectoriales por otra, con el fin último de hacer más eficaz la labor del conjunto del sistema de Naciones Unidas.

			Ni la incorporación de objetivos cuantificables en la estrategia internacional del desarrollo para el tercer decenio 1980-199078, ni el abandono de esta metodología en el cuarto decenio 1990-200079 alcanzaron los resultados previstos. Se imponía por lo tanto un nuevo reto, más ambicioso a la vez que más integral que sirviera de marco de referencia para las actividades a realizar en los próximos años que marcaría el inicio de un nuevo milenio80.

			B) La interacción Naciones Unidas-Unión Europea tras la adopción de los ODM. La Agenda Post-2015

			La Declaración del Milenio81, constituirá la primera hoja de ruta de los denominados Objetivos de Desarrollo del Milenio (ODM), a alcanzar en 2015, evaluables y desglosados en ocho objetivos, veintiuna metas y sesenta indicadores relativos a la pobreza, el hambre, la mortalidad materna e infantil, la enfermedad, la falta de vivienda, la desigualdad de género, la conservación del medio ambiente y una alianza mundial para el desarrollo82.

			La confluencia de las actuaciones desarrolladas por la Unión Europea con las llevadas a cabo por las Naciones Unidas y otras organizaciones internacionales en torno a la cooperación al desarrollo en general y en particular ante los ODM, ha seguido un proceso constante, por otra parte esperado dada la trayectoria de la Unión en este ámbito. 

			Aunque con precedentes en el originario TCEE, cuya Cuarta Parte se refería a la asociación de los Países y Territorios de Ultramar, fue el Tratado de Unión Europea el que estableció las bases jurídicas específicas de un sistema comunitario de cooperación al desarrollo, que ha ido evolucionando y adaptándose tanto al hecho de que éste se ha convertido en un ámbito de preocupación compartido con otros actores internacionales, como a la situación igualmente constatable de que los Estados miembros lo han utilizado como un instrumento de su propia política exterior. 

			Con independencia de que ello ha motivado una diversificación notable en los medios, instrumentos e incluso en la intensidad de las actuaciones y de la financiación83, cuestiones en las que por razones obvias de espacio no vamos a entrar, conviene señalar que la regulación introducida por el Tratado de Lisboa, viene a poner de manifiesto las características que deben definir la política de cooperación al desarrollo de la Unión. 

			En primer lugar su ubicación en el Título III del TFUE, «Cooperación con terceros países y ayuda humanitaria» integrado en la Quinta Parte del Tratado: «Acción exterior de la Unión», y situado a continuación del Título II dedicado a la «Política comercial común», viene a poner de manifiesto la evidente conexión con ambas cuestiones, según apuntamos anteriormente. 

			En segundo lugar, la propia estructuración del citado Título III en tres capítulos, respectivamente dedicados a la cooperación al desarrollo (arts. 208 a 211); a la cooperación económica, financiera y técnica con terceros países (arts. 212 y 213); y a la ayuda humanitaria (art. 214), lo que podría interpretarse como que la cooperación al desarrollo queda un poco más desdibujada al integrarse en el mismo Título que regula la cooperación con terceros países y la ayuda humanitaria. 

			En tercer lugar, por las exigencias de coherencia y complementariedad que de dicha regulación se desprenden. Coherencia porque dichas políticas y ayudas se llevarán a cabo «en el marco de los principios y objetivos de la acción exterior de la Unión», fórmula repetida en cada uno de los tres ámbitos relativos a los tres capítulos referidos anteriormente (arts. 208.1; 212.1 y 214.1 del TFUE). Complementariedad, porque al tratarse de un ámbito de competencia compartido entre la Unión y sus Estados miembros, las acciones llevadas a cabo por ambos deben complementarse y coordinarse: «Las políticas de cooperación para el desarrollo de la Unión y de los Estados miembros se complementarán y reforzarán mutuamente» (art. 208.1). Fórmula que se desarrolla todavía más en el artículo 210.1, al incluir además la necesaria coordinación entre ambos: 

			Con objeto de favorecer la complementariedad y la eficacia de sus acciones, la Unión y los Estados miembros coordinarán sus políticas en materia de cooperación al desarrollo y concertarán sus programas de ayuda también en el marco de organizaciones y conferencias internacionales. Podrán emprender acciones conjuntas […].

			Frente a etapas anteriores en las que se explicitaban los diferentes objetivos de la cooperación al desarrollo, la regulación actual destaca por su concreción en «la reducción y, finalmente, la erradicación de la pobreza» (art. 208.1). Tampoco aparece ninguna referencia a los instrumentos de carácter comercial o financiero84, aunque sí se insiste en que la Unión y sus Estados miembros respetarán los compromisos y objetivos que han acordado «en el marco de las Naciones Unidas y de otras organizaciones internacionales competentes».

			Sin lugar a dudas, un punto de confluencia indiscutible entre la UE y las Naciones Unidas lo constituye, como ya apuntamos anteriormente, los ODM y la Alianza Mundial para el Desarrollo, formulada en la Declaración del Milenio, el Consenso de Monterrey85 y el Plan de Aplicación de las Decisiones de Johannesburgo86.

			Procede hacer notar, no obstante, que la interacción entre las Naciones Unidas y la UE en este ámbito es anterior y el hecho de abordar conjuntamente las carencias del desarrollo y las crisis humanitarias ha ofrecido históricamente una oportunidad a ambas organizaciones para poner a prueba su recíproca colaboración. Las Naciones Unidas han dispuesto de un mandato específico, así como de una capacidad y un potencial considerables en este ámbito que le ha conferido un alto grado de credibilidad en especial en los países en desarrollo, no sólo en la dimensión de la discusión política sino también como proveedor de asistencia técnica. Aunque su capacidad operativa es muy desigual, las Naciones Unidas han construido una importante red de agencias, fondos y programas que constituyen un marco único para abordar estos desafíos de alcance mundial, para lo que tienen una sólida e indiscutible legitimidad internacional.

			Por su parte, también las actividades de la UE en estas materias tienen una larga tradición y están bien establecidas y consolidadas. La posibilidad de mejorar la eficacia, así como de obtener sinergias y ventajas mutuas ha llevado a ambas organizaciones a buscar vías de coordinación y complementariedad en sus actuaciones que no siempre han tenido resultados concretos. Como ya ponía de manifiesto la Comisión en 200187 la interacción entre ambas organizaciones en los ámbitos del desarrollo y de la acción humanitaria se ha producido tanto en el nivel político y de toma de decisiones políticas, como a nivel operativo. En el primer nivel, se identificaban los obstáculos que afectaban la eficiencia y la visibilidad del trabajo de la entonces Comunidad Europea en este sector y se reconocían las limitaciones que ésta tenía para hacerse oír en su calidad de observador, que aunque atenuadas a través del diálogo político informal y la coordinación con los socios, no podía suplir una participación real y continuada en los foros más oficiales. 

			En el segundo nivel, el de la cooperación operativa, se destacaba que la entonces Comunidad Europea trabajaba con las Naciones Unidas en diferentes niveles, utilizando las capacidades existentes en la Organización para la ejecución de proyectos y programas comunitarios en este ámbito, y que los servicios de la Comisión podían utilizar los conocimientos técnicos así como las bases de información existentes en Naciones Unidas para alcanzar sus objetivos en los sectores de la cooperación al desarrollo y de la ayuda humanitaria. Ello provocaba que la cooperación interactiva de la entonces Comunidad Europea con los organismos, fondos y programas de las Naciones Unidas, se tradujera en la celebración de un elevado número de convenios de financiación proyecto por proyecto, con lo que las contribuciones comunitarias variaban considerablemente de un año a otro generando a su vez una falta de estabilidad en las relaciones de cooperación entre ambas organizaciones88.

			La adopción de los ODM implicó que éstos se constituyeran en el centro de gravedad y marco de referencia obligado para todas las actividades llevadas a cabo por los principales actores de la cooperación internacional para el desarrollo, entre ellos y por descontado las Naciones Unidas y la Unión Europea89. El hecho de que la Unión y sus Estados miembros aporten más de la mitad de la ayuda total al desarrollo, siendo el primer proveedor del mundo90, le convierte en uno de los mayores apoyos de los países en desarrollo en sus esfuerzos por alcanzar los ODM91.

			Por otra parte, la UE apoyó intensamente la Cumbre de Naciones Unidas celebrada entre los días 20 a 22 de septiembre de 2010 con el fin de controlar y evaluar el progreso realizado hasta esa fecha en la consecución de los ODM. En la cumbre se lanzó la denominada «Estrategia Mundial para la Salud de Mujeres y Niños», destinado a los cuarenta y nueve países más pobres del mundo92. 

			En el contexto de una crisis económica y financiera sin precedentes93, y con el objetivo de reforzar la solidaridad de la UE con los países en desarrollo en la lucha contra la pobreza, pero también de garantizar la máxima eficacia de la ayuda94, la Comisión lanzó en 2011 un Programa para el Cambio95. El Programa fue discutido en el Consejo de la UE celebrado en mayo de 2012, en el que sin abandonar el objetivo primordial de eliminar la pobreza en un contexto de desarrollo sostenible tal y como figura en el Consenso Europeo sobre el Desarrollo aprobado en 200696 se adoptaron unas Conclusiones97 que implican una revisión del enfoque tradicional de la política de cooperación al desarrollo para centrarse en el futuro en los sectores y países donde el impacto y los resultados de la misma puedan ser más notables98.

			Estos nuevos parámetros constituyen la base para los instrumentos financieros de la UE destinados a la acción exterior en el marco del próximo marco financiero plurianual 2014-2020, y en particular para el nuevo Instrumento de Cooperación al Desarrollo. En la misma sesión, el Consejo adoptó su segundo Informe anual 2012 remitido posteriormente al Consejo Europeo sobre los objetivos de la UE en materia de ayuda al desarrollo99. En él se reafirma el compromiso colectivo de la UE y de sus Estados miembros de aumentar el gasto en ayuda para alcanzar el 0,7% de la RNB en 2015100, objetivo que se antoja como imposible para algunos Estados como España101.

			Todos los proyectos y programas de la UE en materia de cooperación al desarrollo, contribuyen al cumplimiento de los ODM en las diversas zonas geográficas en las que se llevan a cabo. Además de este apoyo general, la UE ha adoptado en los últimos años programas e instrumentos específicos para hacer posible el cumplimiento de los ODM, en particular de aquellos que parecen más alejados de alcanzarse en el horizonte de 2015, como la reducción de la mortalidad infantil y materna102.

			En este contexto y a medida que el calendario avanza inexorablemente, se está ya imponiendo en varios frentes la necesidad de abordar una agenda para el periodo post-2015103, en la que está presente de forma activa la Unión Europea104. En efecto, durante la sesión plenaria de Alto Nivel sobre los ODM de la Asamblea General celebrada en septiembre de 2010, se solicitó al Secretario General que propusiera una serie de medidas para elaborar la Agenda de Desarrollo de las Naciones Unidas post-2015105. En esta línea de acción, el Secretario General creó un Grupo de Trabajo para la elaboración de dicha Agenda, en enero de 2012, integrado por expertos de más de cincuenta organizaciones del sistema de Naciones Unidas y otras organizaciones internacionales. 

			Las principales funciones del Grupo se enmarcan en torno a la evaluación de los esfuerzos que se están llevando a cabo para la consecución de los ODM, consultar a los actores implicados, incluyendo al sector privado y finalmente, definir una hoja de ruta para la Agenda de Desarrollo de las Naciones Unidas Post-2015. Más allá de prescribir estrategias o políticas específicas de desarrollo, la Agenda Mundial de Desarrollo pretende definir prioridades a cualquier nivel, ya sea mundial, regional, estatal o sub-estatal, ayudando a crear un ambiente que facilite la consecución de los objetivos propuestos, ofreciendo soluciones globales a los problemas de alcance mundial pero respetando, asimismo, las iniciativas y esfuerzos estatales en esa dirección106. 

			En este marco, la Agenda deberá tener en cuenta otros procesos que se han puesto recientemente en marcha y converger con ellos. En particular, la elaboración de unos Objetivos de Desarrollo Sostenible (ODS), cuya definición, todavía pendiente, fue solicitada en el seno de la Cumbre sobre Desarrollo sostenible (Río + 20) celebrada en junio de 2012 en la ciudad brasileña de Río de Janeiro. La Unión Europea participa activamente en este proceso, pues la Comisión ha anunciado la pronta aparición de una Comunicación sobre un enfoque europeo común post-2015 que deberá ser presentada al Consejo antes del verano de 2013. De forma adicional, el Informe Europeo sobre el Desarrollo 2012-2013 incorporará una serie de recomendaciones sobre la futura Agenda, en la que también conviene destacar la participación de la sociedad civil107.

			3. DERECHOS HUMANOS 


			A) Los derechos humanos, valor compartido por la Unión Europea y las Naciones Unidas

			El respeto a los derechos humanos y libertades fundamentales constituye uno de los valores en los que se fundamenta la Unión Europea, según establece el artículo 2 del TUE, así como uno de los propósitos de las Naciones Unidas, incorporado al artículo 1.3 de la Carta. Se trata por lo tanto de un valor fundamental que comparten ambas organizaciones y, en esa medida, de un ámbito de acción presente en el orden del día de cada una de ellas. Esta «comunidad de valores» ha permitido desarrollar determinadas líneas de cooperación que se han visto condicionadas por la distinta naturaleza de dichas organizaciones. Sin lugar a dudas el contexto es muy diferente, pues nos encontramos con una heterogeneidad muy acusada en el caso de las Naciones Unidas como consecuencia de su vocación universal, heterogeneidad que en el caso de la Unión Europea, aunque también presente, se ve amortiguada por una serie de factores. 

			En primer lugar, por el hecho de que el respeto de los derechos humanos constituye uno de los requisitos de ingreso en la UE, según establece el artículo 49 del TUE: «cualquier Estado europeo que respete los valores mencionados en el artículo 2 y se comprometa a promoverlos, podrá solicitar su ingreso en la Unión». Como ya hemos comentado, dicho artículo 2 incorpora el respeto a los derechos humanos como uno de los valores fundamentales de la UE. Sin embargo, no se exige solamente el cumplimiento de los requisitos formales establecidos en dicho artículo 49 del TUE, pues la práctica ha añadido otros que fueron establecidos por el Consejo Europeo en 1993. Se trata de los llamados «criterios de Copenhague», que exigen además la existencia de instituciones en los países candidatos que garanticen la democracia, el Estado de Derecho, los derechos humanos y el respeto a las minorías. 

			En segundo lugar, porque la violación «grave y persistente» de los valores contemplados en el citado artículo 2 puede implicar la imposición de sanciones a los Estados miembros que los perpetren, según establece el artículo 7 del TUE. 

			Finalmente, porque la promoción y la protección de los derechos humanos constituye el hilo conductor de la acción de la UE tanto en el interior como en el exterior. Ad intra porque así se deriva del lugar que ocupa la protección de los derechos humanos en el ordenamiento jurídico de la Unión, a través de la Carta de Derechos Fundamentales de la UE y de la jurisprudencia del Tribunal de Justicia de la Unión Europea. A ello debe sumarse el compromiso asumido por la propia UE de adherirse al Convenio Europeo de Derechos Humanos o el hecho de que todos los Estados miembros de la UE son partes en los principales instrumentos de derechos humanos adoptados en el seno de las Naciones Unidas.

			Ad extra, porque la promoción y la protección de los derechos humanos y el fomento de la democracia y del Estado de Derecho constituyen los principios rectores de la acción exterior de la UE, por lo que se impone garantizar la coherencia en todos los ámbitos de la acción exterior con el objetivo de respetar tales principios108. Así se desprende del artículo 3.5 del TUE, tras la última reforma operada por el Tratado de Lisboa: 

			En sus relaciones con el resto del mundo, la Unión promoverá sus valores e intereses y contribuirá […] a la protección de los derechos humanos, especialmente los derechos del niño, así como al estricto respeto y al desarrollo del Derecho internacional, en particular al respeto de los principios de la Carta de las Naciones Unidas. 

			En esta misma línea, el artículo 21 del TUE, que abre el Título V relativo a las disposiciones generales sobre la acción exterior de la UE y disposiciones específicas sobre la PESC, establece: 

			La acción de la Unión en la escena internacional se basará en los principios que han inspirado su creación, desarrollo y ampliación y que pretende fomentar en el resto del mundo: la democracia, el Estado de Derecho, la universalidad e indivisibilidad de los derechos humanos y de las libertades fundamentales, el respeto de la dignidad humana […], para lo cual definirá y ejecutará políticas comunes y acciones con el fin de: 

			a) Defender sus valores, intereses fundamentales, seguridad, independencia e integridad;

			b) consolidar y respaldar la democracia, el Estado de Derecho, los derechos humanos y los principios de Derecho internacional.

			[…]

			Referencia a los valores e intereses de la Unión que vuelve a aparecer en el artículo 42.5 relativo a las disposiciones sobre la PCSD:

			El Consejo podrá encomendar la realización de una misión, en el marco de la Unión, a un grupo de Estados miembros a fin de defender los valores y favorecer los intereses de la Unión […].

			La Unión Europea ha estado tradicionalmente muy presente formando parte activa en el establecimiento de normas y mecanismos sólidos para la protección de los derechos humanos en las Naciones Unidas, siendo sus Estados miembros partes en la mayoría de instrumentos convencionales adoptados en este ámbito109. En algunos casos específicos, como el de la adopción de la Convención de las Naciones Unidas sobre los derechos de las personas con discapacidad, la acción de la UE fue decisiva, manifestando posteriormente su consentimiento como parte en la misma, aunque su plena aplicación todavía no ha podido materializarse110.

			El compromiso de la UE con la promoción y la protección de los derechos humanos en el resto del mundo se cristaliza en al menos tres instrumentos diferentes111. En primer lugar a través de las llamadas «estrategias de derechos humanos», que actualmente la UE está elaborando para más de ciento cincuenta países. Los objetivos de las estrategias son reunir los recursos de las delegaciones de la UE y de las misiones diplomáticas de los Estados miembros en el país correspondiente, estableciendo al mismo tiempo prioridades y objetivos específicos para cada país en los que pueden integrarse todas las políticas de la UE, en particular la comercial y la de desarrollo, en el marco de las relaciones políticas y económicas que la UE mantiene con el país concreto. 

			En segundo lugar, a través de los llamados «diálogos sobre derechos humanos», que constituyen un instrumento específico de la política exterior de la Unión integrado en el conjunto de herramientas de que dispone la UE para la promoción y protección de los derechos humanos en el resto del mundo. Los objetivos perseguidos por los diálogos son básicamente analizar los problemas relativos a los derechos humanos en el país en cuestión, recabar información e intentar que la situación mejore, así como lograr una mejor cooperación en esta materia en los foros internacionales, en particular en las Naciones Unidas. 

			El lugar de realización, el nivel de los representantes, la frecuencia y los temas a tratar se determinan caso por caso, aunque algunos no pueden estar ausentes por su relevancia112. Hasta el momento presente la UE ha iniciado unos cuarenta diálogos y consultas en materia de derechos humanos113. No obstante, conviene señalar que los resultados han sido muy desiguales, siendo los más notables en aquellos casos en los que la materia abordada relativa a los derechos humanos en general o a un aspecto de los mismos en particular, se enmarca en el contexto más amplio de las relaciones globales mantenidas con un país determinado. Con el fin de lograr una mayor eficacia en su planteamiento y desarrollo, la UE debería establecer un vínculo más estrecho entre tales diálogos y otras herramientas, en particular las mencionadas estrategias114.

			En tercer lugar, procede hacer notar que al margen de las estrategias y de los diálogos, la UE destina campañas limitadas en el tiempo a una serie de temas transversales, como han sido el apoyo a la Corte Penal Internacional y la abolición de la pena de muerte. Las propuestas de la Alta Representante en este ámbito giran en torno a tres materias que centrarían los esfuerzos de la UE en los próximos años para este tipo de acciones: la reforma judicial, los derechos de las mujeres y los derechos del niño115.

			Otro aspecto relevante lo constituye la dimensión institucional y financiera. Por lo que respecta a la primera, conviene señalar la creación del Grupo de Trabajo del Consejo sobre Derechos Humanos (COHOM) que desempeña un papel muy notable en la puesta en práctica de la política de la UE en materia de derechos humanos, prestando igualmente labores de asesoramiento al CPS y al Consejo en este ámbito. Por otra parte, tras la entrada en vigor del Tratado de Lisboa y de la puesta en marcha del SEAE, se ha creado en su seno una Dirección de derechos humanos y democracia y está prevista la creación de una red de puntos de referencia en temas relativos a los derechos humanos y a la democracia en el seno del SEAE y de los servicios de la Comisión.

			En relación con la dimensión financiera, es de destacar que el actual Instrumento Europeo para la Democracia y los Derechos Humanos (IEDDH), destina un total de 1,1 millones de euros, para el periodo 2007-2013, a la promoción de los derechos humanos y de la democracia en todo el mundo, habiendo propuesto la Comisión aumentar la dotación a 1,4 millones para el próximo marco financiero plurianual 2014-2020. El IEDDH se concibe como un complemento a la ayuda facilitada por la UE a través de la cooperación bilateral al desarrollo y del diálogo político con los países socios sobre derechos humanos y democracia116.

			Por otra parte, la UE ha procedido desde 1995 a insertar una cláusula relativa a los derechos humanos en todos los acuerdos marco políticos celebrados con países terceros, como los Acuerdos de Asociación y los Acuerdos de Colaboración y Cooperación. La cláusula establece que los derechos humanos inspiran las políticas internas y exteriores de las partes y constituyen un elemento esencial del acuerdo en lo relativo al diálogo político, permitiendo adoptar medidas restrictivas a una de las partes contra la que ha llevado a cabo violaciones graves y persistentes de los derechos humanos. 

			Hasta el momento presente la cláusula se ha incluido en los acuerdos adoptados con más de ciento veinte países, así como en otros acuerdos que se encuentran en proceso de negociación117. No obstante, conviene señalar que a pesar del empeño del Parlamento Europeo en subrayar la importancia y el carácter indispensable de las cláusulas relativas a los derechos humanos y la democracia en los acuerdos concluidos por la UE con países terceros118, la efectividad de tales cláusulas ha dejado mucho que desear como ha sido puesto de relieve en relación con los países terceros mediterráneos119.

			B) La acción de la Unión Europea en las Naciones Unidas en materia de derechos humanos

			La acción de la UE en las Naciones Unidas en materia de derechos humanos se proyecta principalmente a través de la Asamblea General y del Consejo de Derechos Humanos. Tanto en uno como en otro órgano puede constatarse una pérdida de influencia progresiva de la UE para hacer valer sus posiciones en la materia que nos ocupa, y por ende, para influir en la postura de otros Estados al respecto. Pero vayamos por partes, pues existen algunas especificidades dignas de mención. 

			En relación con la Asamblea General, donde se producen numerosas votaciones relacionadas con la materia, procede hacer notar que ni los cambios operados por el Tratado de Lisboa y materializados en el artículo 27.2 del TUE que otorga al Alto Representante competencias adicionales en este ámbito, ni la supuesta mejora en la condición de observador en la Asamblea que posibilita a la UE la citada Resolución 65/276, han tenido hasta el momento resultados especialmente notables. 

			No obstante, quizás lo más relevante haya sido el papel desempeñado por la Unión para garantizar la moratoria de la pena de muerte, basada en una iniciativa interregional que se aprobó con un apoyo sin precedentes en 2010, y en la aprobación por consenso de la resolución contra la intolerancia religiosa, así como en la aprobación de resoluciones específicas sobre la República Popular Democrática de Corea y de Birmania/Myanmar. Asimismo, y en cooperación con el grupo de países de América Latina, la UE consiguió en 2011 prolongar el mandato del Representante Especial del Secretario General de las Naciones Unidas sobre los niños y los conflictos armados.

			Por lo que respecta al Consejo de Derechos Humanos, conviene destacar la labor realizada por la UE durante los últimos períodos de sesiones, en la búsqueda de apoyos en otros grupos interregionales y Estados socios para potenciar la labor realizada por diversos Relatores Especiales de las Naciones Unidas, en particular para renovar el mandato en Birmania/Myanmar, República Popular Democrática de Corea, Sudán, Camboya y Haití. La UE apoyó asimismo la creación de un nuevo Relator Especial sobre los derechos de reunión pacífica y de asociación. 

			Durante 2011, los Estados miembros de la UE que son miembros del Consejo de Derechos Humanos, votaron a favor de la innovadora Resolución sobre derechos humanos, orientación e identidad sexual, adoptada por el Consejo el 17 de junio de dicho año con el voto afirmativo de Estados de todas las regiones y elaborada por iniciativa de Sudáfrica. En la misma sesión, la UE apoyó la aprobación de los Principios rectores de las Naciones Unidas sobre empresas y derechos humanos, que sería incorporado progresivamente al núcleo normativo de la UE en materia de responsabilidad social de las empresas, así como la adopción de una Resolución sobre los derechos humanos en Belarús120.

			En relación con los acontecimientos de la llamada «primavera árabe», conviene señalar que a pesar de la respuesta tardía de la UE ante dicho fenómeno, su papel sí fue notable en la convocatoria de la reunión especial del Consejo de Derechos Humanos de 23 de febrero de 2011, en la que se adoptó la recomendación de suspender a Libia de dicho Consejo121, así como en el asunto de Siria. En efecto, puede considerarse que su papel en este conflicto se ha visto reforzado por la unidad demostrada por los 27 Estados miembros, tanto en la aprobación de una serie de Resoluciones sobre la materia122 en las que se condena enérgicamente las violaciones masivas de los derechos humanos, como en la creación de una comisión de investigación y posteriormente de un Relator Especial123.

			A pesar de ello y en términos generales puede afirmarse que la actuación de la UE en materia de derechos humanos ante los órganos de Naciones Unidas no está siendo todo lo eficaz y coordinada como sería necesario para evitar que el objetivo contenido en el Tratado de Lisboa de situar los derechos humanos, la democracia y el Estado de Derecho en el centro de toda la acción exterior de la UE124, no acabe sonando a mera retórica. Ello sin duda, sería muy perjudicial para la propia acción exterior de la Unión así como para la coherencia, la visibilidad y el propio prestigio de la UE en el mundo, últimamente bastante debilitados. 

			Para evitar ese escenario y dada la constatable disminución de los apoyos que las posiciones de la UE están teniendo últimamente tanto en el Consejo de Derechos Humanos como en la Tercera Comisión de la Asamblea General, debido principalmente a la actitud más radicalizada de determinados países en desarrollo y emergentes, se impone una acción más coordinada, no sólo internamente sino también hacia el exterior. Internamente, porque a pesar de las limitaciones estructurales que supone el hecho de que la defensa de la posición mantenida por la UE en el seno del CDH suele corresponder al Estado que ejerce la Presidencia del Consejo, y de que al tratarse de una competencia no exclusiva, la posición de la UE debe negociarse por la Delegación de la Unión en Naciones Unidas en coordinación con la representación permanente del Estado que ejerce la Presidencia125, es indudable que cuando se produce el deseado consenso entre todos los Estados miembros, y además éste llega a tiempo, los resultados son mucho más favorables, como ha podido demostrarse tanto en la campaña para la abolición de la pena de muerte como en el caso de Siria.

			Hacia el exterior, porque a la pérdida de peso «cuantitativo» que ha correspondido en el actual CDH en relación con la anterior Comisión de Derechos Humanos, al grupo de Estados de Europa Occidental y otros grupos afines, se ha unido un mayor peso de los grupos de Asia y África que ahora disponen de una mayoría de 26 votos sobre 47. Junto a ello y quizás no menos importante, debe ponerse de relieve una relativa pérdida de peso «cualitativo» de la propia UE que se materializa en una dificultad creciente en conseguir apoyos a sus propuestas lo que evidencia una pérdida de su liderazgo. Ante esta situación, que ya apuntamos anteriormente, se impone un reforzamiento de su capacidad negociadora para lograr consensos en torno a posiciones comunes no sólo con los terceros países socios, sino también en el seno de otras organizaciones regionales e incluso a través de consensos transregionales.

			IV. A MODO DE CONCLUSIÓN: LAS REALIZACIONES Y LAS CARENCIAS. PROYECCIONES FUTURAS

			Las Naciones Unidas y la Unión Europea comparten la apuesta por el multilateralismo desde la convicción de que la cooperación internacional, el diálogo entre todas las partes implicadas y el continuo ajuste de intereses constituye la única forma posible de enfrentarse a los grandes retos y desafíos globales del momento actual, en la medida en que éstos exigen acciones concertadas de los Estados que se canalicen a través de los foros multilaterales con legitimidad suficiente para gestionarlas adecuadamente. Y es precisamente en este marco donde las Naciones Unidas, dada su composición universal y su trayectoria, deben seguir ejerciendo un papel central.

			La UE ha promovido y continúa contribuyendo de forma intensa a la construcción y mejora del sistema multilateral que representan las Naciones Unidas, entre otras razones porque el multilateralismo está en su propio ADN. Ello implica que las Naciones Unidas y la UE no sólo comparten esa visión sino que pueden considerarse como socios, aunque los resultados de la colaboración sean desiguales, como hemos podido comprobar a lo largo de este trabajo. Por otra parte, la UE ha hecho y debe seguir haciendo esfuerzos para coordinar su posición ante las Naciones Unidas y para lograr que su influencia en dicha Organización sea acorde con su peso económico y político, así como con su contribución a la financiación del sistema.

			Los valores comunes y compartidos por las Naciones Unidas y la UE han constituido la base sobre la que se ha forjado una progresiva cooperación e intensificación de sus relaciones inspiradas por una concepción también compartida del multilateralismo y su capacidad de dar respuestas a escala universal o regional a los múltiples retos y amenazas que afronta la comunidad internacional, en particular en los ámbitos de la paz y seguridad, de la cooperación y de los derechos humanos.

			En el primero de ellos, relativo a la paz y seguridad, pueden distinguirse a su vez el de la lucha contra el terrorismo internacional y el de la gestión internacional de crisis. Por lo que respecta a la interacción contra la amenaza terrorista, la UE ha venido aplicando las Resoluciones de las Naciones Unidas en materia de lucha contra el terrorismo internacional, dado que como hemos visto éste constituye una de sus principales amenazas, cumpliendo sus compromisos, no sólo a nivel de Estados miembros sino también de la propia Unión, en otros aspectos, como la presentación de informes ante el Comité contra el Terrorismo.

			La cooperación entre las Naciones Unidas y la Unión Europea en el ámbito de la gestión internacional de crisis, integrando en dicho concepto una amplia serie de actuaciones tanto de naturaleza civil como militar, ha ido creciendo progresivamente durante la última década, aunque los resultados han sido, como en otros ámbitos, desiguales y han estado condicionados por la gran disparidad que presentan ambas organizaciones y que se han cristalizado entre otras, tanto en la evolución seguida por las OPM de las Naciones Unidas, como en la progresiva construcción de una arquitectura europea en materia de seguridad y defensa. La adopción de la PESD y su tránsito a la PCSD, incorporada al TUE por el Tratado de Lisboa, ha estado jalonada de una serie de hitos en los que se ha subrayado la voluntad de la UE de adquirir nuevas capacidades asociadas a la seguridad y a la defensa susceptibles de ser utilizadas en la gestión internacional de crisis, manifestándose de este modo la voluntad de cooperar con las Naciones Unidas.

			La materialización práctica de la cooperación UE-Naciones Unidas en este ámbito y su subsiguiente, aunque débil, proceso de formalización, han puesto de manifiesto las disfunciones y disparidades que han acabado afectando a la calidad de dicha cooperación, en particular, la carencia de una planificación estratégica debidamente estructurada —al estar condicionada por las capacidades puestas a disposición por los Estados miembros— así como a la dispersión de los instrumentos relativos a la cooperación con las Naciones Unidas en materia de gestión de crisis.

			A pesar de ello, conviene señalar que las reformas institucionales introducidas por el Tratado de Lisboa, tanto la figura reforzada del Alto Representante como la creación del SEAE, al que quedan vinculadas las nuevas delegaciones de la UE en el exterior afectando por lo tanto a la representación de la UE en las Naciones Unidas, pueden incidir en la corrección de dichas disfunciones y en una mejor definición de las líneas estratégicas, aunque será la puesta en práctica de las mismas la que acabará determinando el nivel real de tales posibilidades.

			En el segundo ámbito relativo a la cooperación para el desarrollo, la interacción entre las Naciones Unidas y la UE tiene ya una larga tradición puesta a prueba en múltiples casos y escenarios. No obstante, la adopción de los ODM implicó que éstos se constituyeran en el centro de gravedad y marco de referencia obligado para todas las actividades llevadas a cabo por los principales actores de la cooperación internacional para el desarrollo, entre ellos y por descontado las Naciones Unidas y la Unión Europea. 

			El hecho de que la Unión y sus Estados miembros aporten más de la mitad de la ayuda total al desarrollo, siendo el primer proveedor del mundo, le convierte en uno de los mayores apoyos de los países en desarrollo en sus esfuerzos por alcanzar los ODM. La UE está igualmente presente de forma activa en los trabajos en marcha para abordar una hoja de ruta para el periodo que se abrirá a partir de 2015, tanto en el marco del Grupo de Trabajo creado recientemente a tal efecto por el Secretario General de las Naciones Unidas, como en el proceso de elaboración de la Agenda de Desarrollo de las Naciones Unidas post-2015 o en la definición de los Objetivos de Desarrollo Sostenible (ODS).

			Finalmente, y en relación con el tercer ámbito relativo a la interacción en materia de derechos humanos entre ambas organizaciones, el hecho de que aquél constituya uno de los valores en los que se fundamenta la UE así como uno de los propósitos de la Carta de las Naciones Unidas, ha permitido desarrollar determinadas líneas de cooperación con resultados asimismo dispares. La Unión Europea ha estado tradicionalmente muy presente formando parte activa en el establecimiento de normas y mecanismos sólidos para la protección de los derechos humanos en las Naciones Unidas, siendo sus Estados miembros, partes en la mayoría de instrumentos convencionales adoptados en este ámbito.

			Tanto en la Asamblea General como en el Consejo de Derechos Humanos puede constatarse una pérdida de influencia progresiva de la UE para hacer valer sus posiciones en la materia que nos ocupa, y por ende, para influir en la postura de otros Estados al respecto. Para alejar el peligro de que ese escenario acabe consolidándose en el futuro, se impone una acción más coordinada, no sólo a nivel interno sino también hacia el exterior, con el objetivo final de evitar que esta tendencia acabe afectando a la visibilidad de la UE en este ámbito que constituye uno de los principios rectores de su acción exterior.
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					74 Como fueron la Conferencia sobre Medio Ambiente y Desarrollo (Río de Janeiro, 1992) en la que quedó patente la interdependencia entre ambos factores; la Conferencia Mundial de Derechos Humanos (Viena, 1993), en cuya Declaración y Plan de Acción se proclama el derecho al desarrollo «como un derecho universal e inalienable y como parte integrante de los derechos humanos fundamentales»; la Conferencia sobre Población y Desarrollo (El Cairo, 1994), en la que se estableció la dimensión demográfica como eje positivo del desarrollo si está sujeta a control; la Cumbre Mundial sobre Desarrollo Social (Copenhague, 1995) en la que se adoptó el compromiso de erradicar la pobreza en la medida en que ésta constituye la expresión más extrema del subdesarrollo; la IV Conferencia Mundial sobre la Mujer (Beijing, 1995) en la que se trataron cuestiones relativas a la integración de la mujer en las actividades de desarrollo o la Conferencia sobre Asentamientos Humanos, «Hábitat II» (Estambul, 1996) en la que se debatió el desarrollo en los medios urbanos.

				

				
					75 A/48/935, de 6 de mayo de 1994. Vid. texto en B. BOUTROS-GHALI, Un programa de desarrollo. Departamento de Información Pública, Naciones Unidas, Nueva York, 1995, pp. 19 ss.

				

				
					76 Por qué es necesario un Programa. Progresos realizados en la aplicación de la Resolución 47/181 de la Asamblea General. Nota del Secretario General. A/48/689, de 29 de noviembre de 1993. Ibid., pp. 7 ss.

				

				
					77 Respectivamente referidas a: a) la paz, como base fundamental, en la medida en que el subdesarrollo potencia las tensiones internacionales y la aparición de conflictos; b) la economía, como motor del progreso, pues sin crecimiento económico no puede haber aumento del consumo, ni formación de capital público o privado; c) el medio ambiente como base de la sostenibilidad, dada la interdependencia entre medio ambiente y desarrollo, pues aquél condiciona la mayoría de las manifestaciones de éste; d) la justicia como pilar de la sociedad, en la medida en que los gobiernos deben crear las condiciones necesarias para aplicar políticas de desarrollo social, en particular en el ámbito de la educación, salud y vivienda; y e) la democracia como buen gobierno, dado el vínculo existente entre democracia y desarrollo, pues aquélla reduce los riesgos de conflictos internos y posibilita al mismo tiempo la participación de los pueblos en la toma de decisiones.

				

				
					78 Adoptada por la RAG 35/56, de 1981.

				

				
					79 Adoptado por la RAG 45/199, de 1990

				

				
					80 Cfr. GÓMEZ GALÁN, M.; SANAHUJA PERALES J. A. (Eds), El sistema internacional de cooperación al desarrollo. Una aproximación a sus autores e instrumentos, CIDEAL, Madrid, 1999; La cooperación al desarrollo en un mundo en cambio. Perspectivas sobre nuevos ámbitos de intervención, CIDEAL, Madrid, 2001. 

				

				
					81 Declaración del Milenio, aprobada en la 8.ª sesión plenaria el 8 de septiembre de 2000. A/RES/55/2 de 13 de septiembre de 2000 (publicada por segunda vez por razones técnicas).

				

				
					82 Sobre los ODM, vid. entre otros muchos: SOLETO MARTÍN, I. (Coord..), Los objetivos de desarrollo del milenio: una responsabilidad compartida, Siglo XXI de España Editores, 2006; SANAHUJA PERALES, J. A.: «¿Más y mejor ayuda?: Los objetivos del milenio, la Declaración de París y las tendencias en la cooperación al desarrollo», Eikasia. Revista de Filosofía, n.º 28, septiembre 2009, pp. 125-161; GUEDÁN MENÉNDEZ, M., Los objetivos del milenio: tomarse la cooperación verdaderamente en serio, Dykinson, 2005; VV.AA.: Los objetivos del milenio: movilización social y cambio de políticas, La Catarata, 2006; DUBOIS, A.: «La dimensión normativa del desarrollo en la globalización: una visión crítica de los objetivos del milenio», Revista de Dirección y Administración de Empresas, 2006, Dic. (13), pp. 33-52. Sobre su implementación en América Latina, vid. AYUSO POZO, A., «Pobreza, desigualdad y cohesión social más allá de los objetivos del milenio», Pensamiento iberoamericano, 2007 (ejemplar dedicado a la nueva agenda de desarrollo de América Latina), pp. 107-131.

				

				
					83 Cfr. entre otros muchos, FRISCH, P.: «La politique de développement de l´Union européenne», Rapport ECDPM, Maastricht, Mars 2008; ROLDÁN BARBERO, F. J.: «El derecho internacional del desarrollo: un panorama actual», en Badía, A.; Pigrau, A.; Olesti, A.: Derecho internacional y comunitario ante los retos de nuestro tiempo: homenaje a la profesora Victoria Abellán Honrubia, Marcial Pons, 2009, vol. I, pp. 629-652; «La cooperación para el desarrollo» en Mariño, F. (Dir.), Moreiro (Coord.): Derecho internacional y Tratado constitucional europeo, Marcial Pons/Universidad Carlos III de Madrid, 2006, pp. 345-356; SOTILLO LORENZO, J. A.: «La cooperación para el desarrollo en la Unión Europea tras la adopción del consenso europeo sobre el desarrollo», en Rodríguez Manzano, I.; Teijo García, C.: Ayuda al desarrollo: piezas para un puzzle, Los libros de la Catarata-IUDC, 2009, pp. 163-180; «El papel de la Unión Europea en la cooperación para el desarrollo: opciones y límites al vínculo entre gobernanza y desarrollo», Cuadernos Europeos de Deusto, n.º 45, 2011 (número monográfico titulado «La contribución de la Unión Europea a la gobernanza global»), pp. 149-175.

				

				
					84 Como el SPG, el Instrumento de Cooperación para la Financiación del Desarrollo o el FED.

				

				
					85 Consenso de Monterrey de la Conferencia Internacional sobre la Financiación para el Desarrollo (Informe de la Conferencia Internacional sobre la Financiación para el Desarrollo), Monterrey (México), 18 a 22 de marzo de 2002. Sobre la cuestión fundamental de la financiación cfr. ALONSO RODRÍGUEZ, J. A. (Coord.): Financiación del desarrollo. Viejos recursos, nuevas propuestas, Siglo XXI de España Editores, Fundación Carolina, Madrid, 2009. 

				

				
					86 Plan de Acción de las Decisiones de Johannesburgo de la Cumbre Mundial sobre el Desarrollo Sostenible (Informe de la Cumbre Mundial sobre el Desarrollo Sostenible). Johannesburgo (Sudáfrica), 26 de agosto a 4 de septiembre de 2002. 

				

				
					87 Comunicación de la Comisión al Consejo y al Parlamento Europeo, Construcción de una asociación efectiva con las Naciones Unidas en los ámbitos de desarrollo y asuntos humanitarios, COM (2001) 231 final, Bruselas, 2-5-2001.

				

				
					88 Ibid. pp. 4 ss.

				

				
					89 Transcurrida más de una década de la adopción de los ODM, algunos autores han llevado a cabo una revisión crítica del proceso histórico de la puesta en escena de la ayuda al desarrollo y sus resultados hasta el momento presente en el que se debate sobre una nueva arquitectura de la ayuda en un mundo globalizado que debe tener en cuenta tanto la mejora de la calidad como el impacto de la cooperación. En este sentido vid. SOTILLO LORENZO, J. A., El sistema de cooperación para el desarrollo. Actores, formas y procesos (2.ª ed.), La Catarata, 2011.

				

				
					90 En 2009 la UE y los Estados miembros destinaron un total de 49.000 millones de ayuda al desarrollo. Si se tiene en cuenta sólo la ayuda que la Comisión Europea aporta cada año, ésta ocupa el segundo lugar a nivel mundial como proveedor de fondos al desarrollo, contabilizando el 13% del flujo total de la ayuda (12.300 millones de euros) a través de programas que fomentan no sólo los ODM, sino también otros sectores esenciales para el desarrollo sostenible como las infraestructuras, la energía y el clima. Por otra parte, la Comisión no sólo ejecuta el 20% del esfuerzo colectivo de ayuda de la UE, sino que también actúa como coordinadora, gestora y responsable de políticas.

				

				
					91 Algunos datos así lo demuestran: además de la ayuda de emergencia para hacer frente a catástrofes o conflictos, la Comisión destina más de 600 millones de euros al año para garantizar la seguridad alimentaria. Durante el periodo 2002-2009, 24 millones de personas en situación de pobreza extrema recibieron ayuda en forma de alimentos, transferencias monetarias directas, semillas o herramientas. El aumento del precio de los alimentos en 2007 y 2008 provocó la creación del mecanismo alimentario de la UE con una ayuda trienal de mil millones de euros para mejorar la productividad agrícola y el suministro alimentario en los 50 países más afectados. La Comisión Europea fomenta la educación en más de cien países de todo el mundo, centrándose principalmente en la educación primaria, el derecho a la educación para las niñas y en los grupos más vulnerables. Desde 2004 a 2009 más de nueve millones de alumnos se matricularon en la enseñanza primaria, 720.000 profesores de dicho nivel recibieron formación y se impartió formación profesional a 4,8 millones de personas gracias a la ayuda de la Comisión. En relación con los ODM 3, 4 y 6 relativos a la promoción de la igualdad entre géneros, la reducción de la mortalidad infantil y la lucha contra el VIH/SIDA, la malaria y otras enfermedades, conviene señalar que la ayuda de la Comisión en ese mismo periodo permitió escolarizar en diez países del África subsahariana, a 85.000 alumnas de enseñanza secundaria; respaldó iniciativas en materia de salud, como el Fondo Mundial de la Lucha contra el Sida, la Tuberculosis y la Malaria, o la Alianza Mundial para Vacunas e Inmunización, que permitió prevenir 5,4 millones de muertes prematuras gracias a su programa de vacunación y dispensó tratamiento antirretroviral combinado a 750.000 personas con infección por VIH avanzada. Cfr. La contribución de la UE a los Objetivos de Desarrollo del Milenio. Algunos resultados clave de los programas de la Comisión Europea 2010, Comisión Europea. Oficina de Cooperación EuropeAid, 2010.

				

				
					92 Cfr. http://www.un.org/spanish/sg/globalstrategy.shtml.

				

				
					93 Que provoca efectos en diversos sectores relacionados con el tema que nos ocupa, en particular en la migración internacional. Vid. en este sentido ALONSO RODRÍGUEZ, J. A.: «Migración internacional y desarrollo: una revisión a la luz de la crisis», Economic & Social Affairs. CDP Background Paper, n.º 11, June 2011.

				

				
					94 Cuestión que centró las actividades del Foro de alto nivel sobre la eficacia de la ayuda celebrado en noviembre de 2011 en Busan (Corea del Sur) en el que se abogó por la creación de un nuevo partenariado que asociara por primera vez a los países emergentes, la sociedad civil y el sector privado.

				

				
					95 Comunicación de la Comisión al Parlamento Europeo, al Consejo, al Comité Económico y Social Europeo y al Comité de las Regiones, Incremento del impacto de la política de desarrollo de la UE: Programa para el Cambio, COM (2011) 637 final, Bruselas, 13-10-2011. 

				

				
					96 Declaración conjunta del Consejo y de los Representantes de los Gobiernos de los Estados miembros reunidos en el seno del Consejo, del Parlamento Europeo y de la Comisión sobre la política de desarrollo de la Unión Europea titulada «El consenso europeo sobre desarrollo», Diario Oficial C 46, de 24 de febrero de 2006. 

				

				
					97 Council of the European Union, Council conclusions «Increasing the Impact of EU Development Policy: an Agenda for Change». 3166th Foreign Affairs Council meeting, Brussels, 14 may 2012.

				

				
					98 Entre otras cuestiones, el Programa aboga por un enfoque más integrador del desarrollo humano que posibilite a un mayor número de población el acceso a los servicios sanitarios y educativos básicos, mejorando al mismo tiempo la protección social con el fin de lograr un crecimiento más integrador que permita participar a los destinatarios tanto en la creación de riqueza y de empleo, como en los beneficios que de ellos se derivan. Cfr. Comunicación de la Comisión al Parlamento Europeo, al Consejo, al Comité Económico y Social Europeo y al comité de las Regiones, COM (2012) 446 final, Bruselas, 20-8-2012. 

				

				
					99 Council of the European Union, Council conclusións on Annual Report 2012 to the European Council on EU Develpoment Aid Targets, 3166th Foreign Affairs Council meeting, Brussels, 14 may 2012.

				

				
					100 A pesar de que se constató que debido a los recortes presupuestarios causados por la crisis financiera y económica, en 2011 la UE y sus Estados miembros consagraron 53.100 millones de euros en ayuda al desarrollo, el 0,42 de la renta nacional bruta (RNB) de la UE, lo que representó una disminución con relación a los 53.500 millones de euros destinados en 2010 (0,44% de la RNB). 

				

				
					101 La Ayuda Oficial al Desarrollo (AOD) acumula un recorte del 70% desde 2009, coincidiendo con el estallido de la crisis económica y financiera. Para el presente ejercicio 2013, España destinará unos 2.000 millones de euros, lo que supone el 0,2% de la renta nacional bruta (lo que representa el mismo porcentaje que en 1981 cuando España empezó a ser donante), quedando muy lejos del compromiso del 0,7%. El IV Plan Director de la Cooperación Española 2013-2016, aprobado por el Consejo de Ministros el 21 de diciembre de 2012 y que regirá la política de cooperación para los próximos cuatro años, dibuja un mapa en el que los fondos se destinarán a un menor número de países situados en regiones en las que confluyan los intereses estratégicos de España, como América Latina, el Sáhara o el Sahel, y en el que se pone el acento de una forma particular en los resultados. En relación con la cuestión de la evaluación de la ayuda al desarrollo, cfr. ALONSO RODRÍGUEZ, J. A.: «La evaluación de la cooperación internacional para el desarrollo», Presupuesto y gasto público, n.º 68, 2012, pp. 239-255. Por lo que respecta a la región del Sahel y en particular a Malí, procede hacer notar que España suspendió los programas de cooperación en dicho país en marzo de 2012 (unos 37 millones de euros anuales desde 2009), excepto la ayuda humanitaria, en protesta por el golpe de Estado contra el presidente Amadou Toumani Touré, hasta que se restableciera la legalidad en el país. Todo parece indicar que los programas de desarrollo en Malí se retomarán en cuanto la UE apruebe la hoja de ruta del Gobierno de Bamako hacia la normalización del país, que deberá incluir la convocatoria de elecciones cuando la situación se estabilice.

				

				
					102 La primera parte de la iniciativa de la UE a favor de los ODM lanzada en septiembre de 2010, fue adoptada al final de 2011 con un presupuesto de mil millones de euros y se centró en los países que presentaban un mayor retraso en el cumplimiento de los ODM. Por otra parte, la Facilidad alimentaria de la UE contribuye igualmente a favorecer la seguridad alimentaria y la nutrición. A finales de 2011, la Facilidad había financiado 134 proyectos desarrollados por ONG y agencias de Estados miembros de la UE, 69 proyectos puestos en marcha por organizaciones internacionales, tres proyectos regionales y diez medidas de apoyo presupuestario. Cfr. Rapport annuel 2012 sur les politiques de l´Union européenne en matière de développement et d´aide extérieure et leur myse en oeuvre en 2011, Commission européenne. Direction générale du développement et de la coopération-EuropeAid. 

				

				
					103 Sobre esta cuestión vid. SUMNER, A.; TIWARI, M., Global Poverty Reduction to 2015 and Beyond: What has been the Impact of the MDGs and What are the Options for a Post-2015 Global Framework?, Institute of Developement Studies, University of Sussex, Brighton, 2010; MELAMED, C.; SUMNER, A.: A Post-2015 Global Development Agreement: why, what, who?, ODI/UNDP, October 2011; TEZANOS VÁZQUEZ, S.: «Más allá de 2015: Objetivos de Desarrollo del Milenio y desafíos para la nueva Agenda internacional de desarrollo», Sistema, Revista de Ciencias Sociales, n.º 220, 2011, pp. 33-58. 

				

				
					104 Conviene señalar al efecto que el Comisario de Desarrollo Andris Piebalgs participa en el Grupo de Alto Nivel que deberá someter al Secretario General de Naciones Unidas un Informe sobre la agenda post-2015 antes de mayo de 2013.

				

				
					105 Resolución de la Asamblea General 65/1, de 22 de septiembre de 2010.

				

				
					106 Cfr. UN System Task Team on the Post-2015 UN Development Agenda. El futuro que queremos para todos. Informe para el Secretario General, Nueva York, junio de 2012. Disponible http://www.un.org/en/development/desa/policy/untaskteam_undf/unttreport_sp.pdf.

				

				
					107 Cfr. Comité Económico y Social Europeo. Balance y perspectivas de los Objetivos de Desarrollo del Milenio: contribución de la sociedad civil. Doc. REX/372, Bruselas, 11 de diciembre de 2012.

				

				
					108 Sobre esta cuestión cfr. JANER TORRENS, J. D., La promoción de los derechos humanos y de los principios democráticos en las relaciones exteriores de la Unión Europea: mecanismos jurídicos, Atelier, Barcelona, 2005. 

				

				
					109 Todos los Estados miembros son partes de los seis grandes tratados sobre derechos humanos adoptados tras la Declaración Universal de los Derechos Humanos, así como de los ocho convenios fundamentales de la OIT. En el ámbito de las Naciones Unidas, la participación en tales tratados está muy lejos de ser tan mayoritaria: todos los Estados miembros son parte de, al menos, uno de los seis grandes tratados de derechos humanos, y el 80% de los miembros de la Organización ha ratificado cuatro o más de tales tratados. Cfr. Comisión Europea. Alta Representante de la Unión Europea para Asuntos Exteriores y Política de Seguridad. Comunicación conjunta al Parlamento Europeo y al Consejo. Derechos humanos y democracia en el centro de la acción exterior de la UE. Hacia un enfoque más eficaz, COM (2011) 886 final, Bruselas, 12-12-2011, p. 6.

				

				
					110 Vid. al respecto SANTOS VARA, J., «Las implicaciones de la participación de la Unión Europea en la Convención de las Naciones Unidas sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad», en González Alonso, L. N. (Dir.); Garrido Muñoz, A. (Coord.), La Unión Europea y el multilateralismo eficaz…, op. cit., pp. 369-396.

				

				
					111 Cfr. Derechos humanos y democracia en el mundo: Informe sobre la acción de la UE en 2011, Servicio de Acción Exterior de la Unión Europea, junio de 2012.

				

				
					112 Como los relativos a la participación en los instrumentos internacionales de protección de los derechos humanos, la abolición de la pena de muerte, los derechos de la mujer y de los niños, la libertad de expresión o la cooperación en materia de justicia penal internacional, en especial con la Corte Penal Internacional, entre otros.

				

				
					113 Entre los que existe una variada tipología, como los de ámbito más general basados en acuerdos o asociaciones estratégicas (países candidatos a la adhesión, países ACP, América Latina y Caribe, Países Mediterráneos, Balcanes Occidentales…), los estructurados que se centran exclusivamente en los derechos humanos (con China, Rusia, Asia Central o la UA), aquellos que integran elementos de la PESC (Sudán), en particular los derechos humanos, o finalmente los diálogos desarrollados en el contexto de relaciones privilegiadas de la UE con terceros países (Estados Unidos, Canadá, Japón o Nueva Zelanda). 

				

				
					114 El Consejo de la UE elaboró en 2001 unas directrices sobre el diálogo en materia de derechos humanos, que fueron actualizadas en 2009. Cfr. Directrices de la UE relativas a los diálogos sobre derechos humanos con países no europeos. Actualización. Consejo de Agricultura y Pesca de 19 de enero de 2009 (no publicadas en el Diario Oficial).

				

				
					115 Cfr. Comunicación conjunta al Parlamento Europeo y al Consejo. Derechos humanos y democracia…, doc. cit., p. 9.

				

				
					116 En 2011se realizaron dos convocatorias de propuestas en el marco del IEDDH destinadas a prestar apoyo a los activistas de derechos humanos y a la sociedad civil para la promoción de los derechos humanos y de las libertades fundamentales; y para reforzar el papel de las redes sociales en la promoción de tales derechos, de la democracia y para favorecer la abolición de la pena de muerte, por un total de 37,4 millones de euros. Por otra parte, cerca de 90 Delegaciones de la UE realizaron convocatorias locales con arreglo al plan de apoyo por país por un importe total de 64,8 millones de euros. En relación con los acontecimientos conocidos como «la primavera árabe» el IEDDH puso a disposición un total de 6 millones de euros para las convocatorias locales de Túnez, Egipto y Libia. Para más información sobre el IEDDH, cfr. www.eidhr.eu. 

				

				
					117 En 2010 entraron en vigor varios acuerdos que incluyen una cláusula de derechos humanos: el Acuerdo interino sobre comercio y asuntos comerciales con la República de Serbia (1-2-2010); el Acuerdo de Colaboración y Cooperación con la República de Tayikistán (1-1-2010); el Acuerdo de Estabilización y Asociación con la República de Montenegro (1-5-2010) y el Acuerdo interino sobre comercio y asuntos comerciales con la República de Turkmenistán (1-8-2010). Por otra parte, el 10 de mayo de 2010, la UE firmó un Acuerdo Marco con la República de Corea que incorporaba una cláusula de derechos humanos. Procede hacer notar que, sin embargo, en 2011 no se firmó ni entró en vigor ningún acuerdo que incorporara cláusulas de derechos humanos. 

				

				
					118 Vid. en este sentido su Resolución de 16 de diciembre de 2010 sobre los derechos humanos en el mundo. Sobre la denominada «cláusula democrática», vid. GUTIÉRREZ ESPADA, C., «A propósito de los valores de la Unión como parámetro de legalidad de su acción exterior: la «cláusula democrática» y el derecho internacional de la responsabilidad», en Mariño, F. (Dir.), Moreiro, C. (Coord.), Derecho internacional y Tratado constitucional europeo. Marcial Pons/Universidad Carlos III de Madrid, 2006, pp. 63-82.

				

				
					119 Vid. en este sentido BLANC ALTEMIR, A., La Unión Europea y el Mediterráneo. De los primeros Acuerdos a la Primavera Árabe, Tecnos, Madrid, 2012, pp. 64 ss.

				

				
					120 La Resolución encomendaba al Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos la presentación, en un plazo de un año como máximo, de un informe sobre los acontecimientos acaecidos en Belarús con ocasión de las elecciones de diciembre de 2010 que habían provocado numerosas violaciones de los derechos humanos.

				

				
					121 Sobre las medidas adoptadas por la UE en el conflicto de Libia, vid. FERRER LLORET, J.: «La Unión Europea ante la crisis libia: ¿derecho internacional, democracia y derechos humanos en las relaciones euromediterráneas?», Revista de Derecho Comunitario Europeo, n.º 41, enero-abril 2012, pp. 13-56.

				

				
					122 Vid. en particular las Resoluciones S-17/1 y S-18/1 sobre «la situación de los derechos humanos en la República Árabe Siria». Informes del Consejo de Derechos Humanos sobre sus 17.º y 18.º períodos de sesiones. Docs. A/HRC/S-17/2 y A/HRC/S-18/2 respectivamente.

				

				
					123 Vid. «Informe de Comisión de investigación internacional independiente sobre la situación en la República Árabe Siria». Doc. A/HRC/19/69, de 22 de febrero de 2012. En general sobre el tema puede verse BLANC ALTEMIR, A., La Unión Europea y el Mediterráneo…, op. cit., pp. 242-246; y ANDRÉS SAÉNZ DE SANTA MARÍA, P., «Las Naciones Unidas ante el conflicto de Siria», Instituto Español de Estudios Estratégicos, Documento Opinión, 93/2012, de 18 de diciembre de 2012.

				

				
					124 En el documento «Prioridades de la Unión Europea para el 67.º periodo de sesiones de la Asamblea General de las Naciones Unidas», adoptado por el Grupo Naciones Unidas (CONUN) el 21 de junio de 2012, ratificado por el Comité Político y de Seguridad el 3 de julio de 2012 y enviado al COREPER con el ruego de que recomendara al Consejo su adopción como punto «A», puede leerse: «[…] c) en todas las acciones de la UE en las Naciones Unidas, el hilo conductor seguirá siendo la promoción de los derechos humanos, de la democracia y del Estado de Derecho». Consejo de la Unión Europea. Prioridades de la Unión Europea para el 67.º periodo de sesiones de la Asamblea General de las Naciones Unidas. Doc. 11424/12. Bruselas, 3 de julio de 2012, p. 2. Sobre esta misma cuestión vid. MÁRQUEZ CARRASCO, M. C., «Human Rights in the External Relations of the European Union: an Analysis of Legal Basis, Policies and Instruments», Revista General de Derecho Europeo, n.º 19, 2009, pp. 1-29.

				

				
					125 Sobre las novedades introducidas por el Tratado de Lisboa en la coordinación de las actividades de la UE en el seno del CDH, vid. LASO PÉREZ, J.: «La participación de la Unión Europea y sus Estados miembros en el Consejo de Derechos Humanos de Naciones Unidas», en González Alonso, L. N. (Dir.); Garrido Muñoz, A. (Coord.): La Unión Europea y el multilateralismo eficaz…, op. cit., pp. 360-364.
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